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IX

PRESENTACIÓN

La reforma constitucional de 2008 en materia penal plantea gran-
des desafíos de carácter técnico, humano y de reingeniería institu-
cional, lo cual exige nuestra atención teórica-reflexiva.

En efecto, la transición que experimentan los sistemas penales 
mexicanos (local y federal) sugieren la realización de estudios 
empíricos y comparados que iluminen el proceso de cambio que 
hoy presenciamos desde los estados hacia la federación.

La seguridad pública, la prevención, la persecución y la procu-
ración de justicia se armonizan a los parámetros constitucionales 
con horizontes temporales, precisos a culminar en 2016. Así, la 
publicidad, la contradicción, la continuidad y la inmediación, jun-
to a la metodología de audiencias orales y posibles expedientes 
electrónicos, deberán asimilarse en el nuevo sistema penal para la 
democracia en desarrollo.

En consecuencia, dichas dinámicas culturales e institucionales 
están en curso, detonadas por entidades federativas pioneras, las 
que en grados distintos de diseños legislativos e implementación 
se acoplan a principios de transparencia, publicidad y rendición 
de cuentas que rigen las políticas públicas actuales. 

A cubrir y desarrollar tópicos diversos bajo el prisma del derecho 
comparado que integra el universo de la reforma constitucional y 
legal en materia penal, y a registrar experiencias internacionales 
y locales comparadas. Esta colección monográf ica de Juicios 
Orales está destinada a cubrir y desarrollar tópicos bajo el prisma 
del derecho comparado que integra el universo de la reforma 
constitucional y legal en materia penal, y a registrar experiencias 
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presentaciónX

internacionales y locales comparadas; misma que se ofrece a es-
tudiosos, académicos y operadores de este nuevo sistema de justicia 
y reingeniería institucional penal en gestación.

Este nuevo esfuerzo editorial de nuestro Instituto está coordi-
nado por los doctores Carlos Natarén y Jorge Witker, miembros 
de nuestra comunidad académica, responsables de la calidad y 
continuidad de esta colección.

Héctor F ix-F ierro
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1

Capítulo primero

LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 
ÚNICO PARA MÉXICO

El cambio integral en la forma de impartir justicia, es uno de los 
más importantes en la historia de México. Éste se viene propo-
niendo desde 1917, pero, debido al enfoque histórico tomado, 
únicamente presenciamos pequeños cambios y reformas, no sólo 
en la ley sino en las diferentes prácticas cotidianas de imparti-
ción de justicia. Dejando atrás todas las deficiencias que un sis-
tema de justicia penal inquisitivo mixto puede traer en su apli-
cación, continuamos avanzando, confiando en que las reformas 
y los cambios que se realizaban en el sistema de impartición de 
justicia estaban encaminados a mejorar el sistema.1 Sin embargo, 
en repetidas ocasiones no se obtuvo el resultado requerido, ya 

1		  El artículo 16 de nuestra Constitución federal, por ejemplo, ha sido ob-
jeto de cambios, como son: en 1993 se incorporó a su párrafo segundo la exi-
gencia de que para librar una orden de aprehensión el juez debía asegurarse que 
estuvieran acreditados los elementos del tipo penal y existieran datos que hicie-
ran probable la responsabilidad penal del inculpado, aumentando notablemente 
el nivel probatorio requerido. Se obtuvo como resultado que las averiguaciones 
previas iniciadas con motivo de denuncias o querellas tuviesen largos periodos 
de integración y que la mayoría de estas no llegaban al conocimiento judicial 
por no reunirse los elementos necesarios, o si no, cuando solicitaban al juez la 
orden de aprehensión correspondiente, este la negaba. Después, en 1999, se 
reformó el segundo párrafo del citado numeral para reducir la exigencia proba-
toria al requerir la acreditación del cuerpo del delito y hacer la probable respon-
sabilidad penal del justiciable. Implicaba tener que definir en la ley el contenido 
del cuerpo del delito, permitiendo así que cada legislación secundaria estable-
ciera el contenido de la citada figura, produciendo de esta forma una disparidad 
de criterios y excesos de las legislaciones, ya que en algunos la exigencia era 
baja y en otras, alta. No se logró entonces el objetivo de lograr un equilibrio 
entre la seguridad jurídica de las personas y la eficacia en la persecución del 
delito al momento de resolver la captura del inculpado en el inicio del proceso 
penal.
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UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO2

que al realizar únicamente cambios parciales, que obedecían a 
un tiempo y lugar en la historia, ahora pareciera toparse cada vez 
con mayor frecuencia, con obstáculos tales como una sociedad 
cambiada y evolucionada, que demanda cada día más del sistema 
de impartición de justicia. Impartir justicia, palabras tan claras y 
sencillas pero con un lenguaje tan complejo que muchas veces, 
por seguir una costumbre, un mismo sistema por tantos años, ya 
no podemos entender su importancia, no sólo implica aplicar la 
ley, sino tener la sensibilidad y la paciencia suficiente para lograr 
un equilibrio entre la seguridad de las personas y la eficaz per-
secución de los delitos, dando a cada uno lo que se merece. Es 
necesario entender que la sociedad cambia constantemente y que 
ese cambio implica crear las medidas indispensables para que las 
personas puedan obtener una respuesta inmediata y satisfactoria 
ante la comisión de un delito en su contra; para que tengan la cer-
teza, en el caso de los individuos a quienes se les acuse de come-
ter un delito, de que no se les violarán sus derechos y que serán 
juzgados con apego al marco legal correspondiente, obteniendo 
de esta forma una sentencia justa.2

Antes de junio de 2008 México ya contaba con grandes es-
fuerzos en algunas entidades de la República mexicana en el pro-
ceso de implementación de un sistema acusatorio. Nuevo León, 
como una entidad pionera, a partir del empuje en gran parte de 
la sociedad civil, logra aplicar juicios orales para determinados 
delitos, buscando mayor transparencia, rapidez y efectividad en 
la procuración e impartición de justicia. En el Estado de Méxi-
co, siguiendo un ejemplo positivo, se comienza también con la 
aplicación un sistema acusatorio. Oaxaca se incorpora en un gran 
esfuerzo como la primera entidad en abrigar y crear un nuevo có-
digo procesal penal con disposiciones que le permitirían aplicar 
un sistema acusatorio integral, es decir, para todo el catálogo de 
delitos permitiendo la incursión tanto de salidas alternas como el 
juicio oral, para que las partes puedan poner efectivamente fin al 

2		  González Obregón, Diana Cristal, Manual práctico del juicio oral, 2a. 
ed., Ubijus, 2011, pp. 3 y 4.
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LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 3

conflicto penal. Chihuahua sigue el ejemplo principalmente de 
Oaxaca, al implementar un sistema acusatorio integral por regio-
nes y no por delitos, comenzando su aplicación en 2007, convir-
tiéndose históricamente en la primera entidad en aplicar el nuevo 
esquema de justicia penal integral y gradualmente en sus diferen-
tes distritos. Morelos y Zacatecas continúan con el positivo ejem-
plo y aplican un sistema acusatorio integral. Hoy, Nuevo León 
y el Estado de México han avanzado extraordinariamente en la 
aplicación más amplia de un sistema acusatorio, con el objetivo 
de mejorar la forma de procuración e impartición de justicia.

Gracias a estas valiosas entidades federativas y a otros gran-
des esfuerzos, en junio de 2008 se reforma nuestra Constitución 
federal para incorporar un proceso penal acusatorio. Así, a partir 
de esta fecha, los mexicanos tenemos la obligación constitucio-
nal de implementar un sistema acusatorio, con un tiempo esta-
blecido de hasta ocho años, de los cuales solo quedan unos po-
cos años para que tanto en el Distrito Federal, el ámbito federal 
y los estados implementen un sistema acusatorio.

Después de junio de 2008, la primera entidad en implementar 
un sistema acusatorio de manera ejemplar es Durango, innovan-
do y aprendiendo de experiencias nacionales e internacionales 
positivas con un sistema acusatorio. Esta constituye la primera 
entidad en contemplar de manera expresa la obligación de las 
partes de expresar al tribunal su versión explicativa del caso en 
concreto a través de una teoría del caso. Gracias a la experiencia 
de las diversas entidades federativas, México continúa con valio-
sos avances al cumplir la obligación constitucional de implemen-
tar un sistema acusatorio, como son Yucatán, Guanajuato, Baja 
California, Chiapas, Puebla, Tabasco, Veracruz, y recientemente 
Coahuila; en todos estos se trabaja arduamente en el proceso de 
implementación de un sistema acusatorio adversarial para cum-
plir esta importante y necesaria obligación constitucional.

A partir de junio de 2011, México avanza históricamente con 
la reforma en materia de derechos humanos al darles mayor pro-
tección y alcance. Lo anterior es únicamente posible al imple-
mentar un sistema acusatorio en donde, por ejemplo, se cuente 
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UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO4

con una audiencia de control de la detención; en donde el juez 
de control de legalidad verifique la legalidad de la detención; en 
donde la víctima participe de manera estrecha desde el inicio de 
la investigación con el Ministerio Publico al existir un avance 
metodológico de la misma en el nuevo procedimiento penal a 
través de audiencias; en donde el juez escucha en audiencia cada 
una de las manifestaciones de las partes, de manera oral y direc-
ta, lo que ayuda a la sociedad a comprender el procedimiento de 
manera clara y transparente.

En México, la reforma constitucional del 10 de junio de 2011 
en materia de derechos humanos, estableció las bases para que 
México participe de manera activa en la protección, defensa y 
reconocimiento de los derechos humanos, tendencia que se ha 
dado en el mundo y principalmente en Latinoamérica, en la cual 
el derecho internacional es aplicable al ordenamiento interno de-
bido a la facultad soberana de cada Estado de firmar los tratados 
internacionales que impulsan el reconocimiento de los derechos 
humanos. En sus inicios, los tratados internacionales solo se en-
focaban a relaciones entre Estados soberanos, pero en la actuali-
dad muchos de ellos tienen como eje los derechos humanos.

Una de las consecuencias más importantes de esa reforma 
consiste en la obligatoriedad del control difuso de la convencio-
nalidad, que se dio a raíz de sentencias recientemente emitidas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en contra del 
Estado mexicano, en la que nuestro país quedó obligado a cum-
plir disposiciones en materia de derechos humanos.

…Constituye un nuevo paradigma que deben ejercer todos los 
jueces mexicanos. Consiste en el examen de compatibilidad que 
siempre debe realizarse entre los actos y normas nacionales, y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), sus 
protocolos adicionales y la jurisprudencia de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (Corte IDH), único órgano juris-
dicción del Sistema Interamericano de Protección de los Dere-
chos Humanos, que interpreta de “manera última” y “definitiva” 
el pacto de San José.
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LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 5

Pasos a seguir en el proceso de implementación de un sistema 
acusatorio en México

Cada día son más las entidades federativas que trabajan in-
tensamente en el proceso de implementación de un sistema acu-
satorio. Sin ser pertinente el erróneo pensamiento de una contra-
rreforma, puesto que la obligación de implementar un sistema 
acusatorio se encuentra en nuestra Constitución federal, el reto 
que enfrentamos más bien estriba en la forma y seguimiento del 
proceso de implementación; este proceso debe hacerse de mane-
ra gradual y coordinada.

La implementación del sistema acusatorio trae consigo mu-
chos ventajas y retos para los operadores. Los jueces y magistra-
dos, los agentes del Ministerio Publico, los defensores públicos, 
los litigantes, las policías, los peritos y los medios de comuni-
cación, requieren de capacitación intensa y de acuerdo con su 
perfil para poder desempeñarse satisfactoriamente. Estos deben 
también ser evaluados constantemente en el cumplimiento de sus 
funciones y brindarles capacitación constante y de acuerdo con 
el avance específico en su participación en el nuevo esquema de 
justicia penal.

Con el avance en el proceso de implementación y la aplicación 
de nueva legislación en nuestro país, encontramos que si bien es 
cierto existen muchos avances, en materia procedimental nos en-
frentamos con varios retos. Debido a que la realidad y las necesi-
dades particulares de las entidades federativas son distintas unas 
de otras, vemos que las figuras contenidas en el procedimiento 
penal acusatorio de cada entidad muchas veces se aplican o en-
tienden de manera distinta. Aun y con buenas prácticas, nos en-
contramos con aplicación distinta de figuras, como son criterios 
de oportunidad o salidas alternas, por ejemplo, de manera distin-
ta. En otros casos y ante el desconocimiento de las ventajas en la 
aplicación de ciertas figuras, solo se enuncian en el diseño legis-
lativo o se incluyen de manera más amplia, pero se aplican erró-
neamente o en otros casos, aun y contempladas en los códigos, 
estas no se aplican. Lo anterior produce confusión, falta de homo-

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO6

logación de criterios y ante la sociedad fomenta erróneamente un 
sentimiento de confusión y muchas veces de impunidad.

México necesita un Código Único de Procedimientos Penales 
para contar con un solo procedimiento que permita aplicar el nue-
vo esquema de justicia penal de manera más eficaz y con fácil 
comprensión para los operadores, que facilite la capacitación, que 
fomente la mejor y mayor aplicación y entendimiento de figuras 
indispensables del sistema acusatorio, y que ayudan a desconges-
tionar el sistema. Con un solo procedimiento se facilita su com-
prensión a nivel nacional tanto para víctimas u ofendidos como 
para imputados, y para la sociedad en general se facilita su parti-
cipación y entendimiento del nuevo esquema de justicia penal. Se 
comprenderá así mucho más fácilmente la labor de cada uno de 
los operadores en materia de procuración e impartición de justicia.

Gracias a la experiencia nacional en el nuevo esquema de jus-
ticia podemos retomar las mejores prácticas y mejorar las menos 
afortunadas para que a nivel nacional aprendamos de ellas, y con 
base en estas se construya un solo procedimiento penal que per-
mita su aplicación eficaz y una investigación científica para el 
pronto esclarecimiento de los hechos en beneficio de la sociedad.

Con el Código Nacional3 se busca contar con un solo pro-
cedimiento que establezca los lineamientos necesarios para 

3		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legis-
lativos, Segunda por el que se expide el Código Nacional de Procedimientos 
Penales, pp. 140 y 141, “Sobre su naturaleza y función. Si bien la racionalidad 
de expedir un nuevo Código de Procedimientos Penales ha sido lograr transitar 
hacia un modelo acusatorio adversarial, dicho modelo ha encontrado diversas 
interpretaciones, tanto en las Entidades de la República como en otros países de 
América Latina. De ahí que haya resultado fundamental estructurar el procedi-
miento a partir de lo que buscó el Constituyente mediante la Reforma Penal de 
2008 y no con base en figuras doctrinales ambiguas.

Entre las consecuencias más importantes de este método de construcción le-
gislativo estuvo la de distinguir entre proceso y procedimiento penal dentro del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. Lo anterior, a fin de separar las 
etapas procesales entre aquellas que se rigen por los principios constitucionales 
establecidos en el artículo 20 constitucional y aquellas que pertenecen a la fase 
de investigación inicial”.
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LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 7

avanzar desde la investigación hasta el esclarecimiento de los 
hechos; un solo procedimiento que facilite a los operadores su 
aplicación, que armonice figuras innovadoras del nuevo sistema 
de justicia penal y permita su mejor y mayor aplicación, por 
ejemplo: las salidas alternas, los criterios de oportunidad, en-
tre otras. Se facilitará la capacitación de operadores, y al haber 
un solo procedimiento la sociedad podrá conocer y entender 
el nuevo procedimiento penal de manera más sencilla.4 Con la 
unificación del procedimiento penal se agiliza el proceso de im-
plementación del nuevo sistema en México; se permite a los 
operadores avanzar más rápido en el esclarecimiento de los he-
chos al seguir un único procedimiento;5 se contribuye a homo-

4		  Ibidem, p. 141, “Sobre sus principios y reglas de Interpretación. Dado 
que el nuevo Código cumplirá una función no sólo normativa sino también pe-
dagógica, se acordó incluir una definición de los principios constitucionales que 
regirán el procedimiento penal. Por ejemplo, el principio de inmediación me-
reció especial pronunciamiento en tanto constituye uno de los ejes rectores del 
nuevo sistema de justicia. En ese sentido, se acordó la pertinencia de matizar 
la prohibición al juez de delegar la práctica de diligencias debido a la utilidad 
de figuras como el exhorto, la competencia auxiliar, entre otras. No obstante, la 
figura de ‘Secretario’ fue eliminada del Código.

En cuanto a la publicidad del proceso, se estableció que las audiencias serán 
públicas a fin de que tanto las partes como el público en general puedan pre-
senciarlas.

Asimismo, el derecho a una defensa adecuada fue exhaustivamente regulado. 
El nuevo Código establece condiciones mínimas que deberán ser aseguradas 
por los Jueces de la causa para garantizar al imputado la asesoría jurídica de 
calidad”.

5		  Ibidem, pp. 142 y 143, “Sobre los actos procesales y requisitos de forma. 
En cuanto a los actos procesales, los aspectos novedosos que contiene el Pro-
yecto son los siguientes:

Se incluyó la posibilidad de que los registros de las actuaciones en todo el 
procedimiento se realicen por escrito, audio o video y en general por cualquier 
soporte que garantice su reproducción. Se eliminaron las formalidades exce-
sivas previstas para resguardos. Debe haber una regulación mínima y flexible 
sobre los medios informáticos que pueden utilizarse. Lo anterior, dada la evolu-
ción continúa de la tecnología que puede ser utilizada.

Las pruebas obtenidas mediante violación a derechos fundamentales, deben 
ser declaradas nulas por la autoridad judicial de manera oficiosa y en cualquier 
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UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO8

geneizar criterios en su aplicación y evitamos confusión en el 
desarrollo de las diferentes audiencias. 

I. La experiencia nacional. Buenas prácticas 
y dispraxis en la aplicación del sistema 

acusatorio adversarial

A nivel nacional se cuenta con varias experiencias. Tanto las 
buenas prácticas como las menos afortunadas en la aplicación del 
sistema acusatorio adversarial son parte del proceso de imple-
mentación que enfrenta México. 

Sobre la experiencia positiva encontramos la siguiente:
A) Estructuras que acercan la justicia a la sociedad. El fun-

cionamiento del nuevo esquema de justicia requiere de una me-
todología de audiencias. Estas audiencias se deben llevar a cabo 
en espacios adecuados que permitan la aplicación cabal de los 
principios rectores que regulan el sistema acusatorio adversarial. 
Los espacios en donde se llevan a cabo estas audiencias permiten 
un acercamiento de la sociedad para con la forma de impartición 
de justicia. Los ciudadanos pueden conocer sin intermediarios el 
seguimiento del procedimiento a través de las varias audiencias y 
se percatan del actuar de los operadores. Este acercamiento per-
mite una mayor legitimación y credibilidad al sistema de justicia 
penal. Por ejemplo, en Baja California, a once meses de haber 
iniciado el nuevo esquema de justicia penal en Mexicali, 100% 
de las audiencias ante los jueces fueron públicas; se realizaron 
cerca de 1500 audiencias orales, y asistieron a las distintas au-
diencias más de 5000 personas.6

etapa del procedimiento, a diferencia de aquellas que adolecen de vicios de 
legalidad.

Las resoluciones judiciales sólo deben ser autos y sentencias, por lo que se 
eliminan los decretos”.

6		  Procuraduría General de Justicia del Estado de Baja California, Contexto 
general de la Procuraduría de Justicia en el nuevo sistema de justicia penal, 6 
de julio de 2011. 
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B) Mayor transparencia en el procedimiento para esclarecer 
los hechos. La investigación se desahoga a través de los medios 
de prueba y frente a los jueces hasta la etapa de juicio oral. So-
lamente los medios de prueba desahogados ante los jueces serán 
considerados para fundar y motivar una sentencia. La sociedad 
escuchará en audiencia la explicación del porqué de un determi-
nado fallo de los jueces.

C) Mejor preparación de los operadores. El nuevo esquema 
de justicia penal exige que los operadores conozcan a cabalidad 
su funcionamiento. Se necesita que estos constantemente se ca-
paciten. Al existir un avance metodológico del procedimiento a 
través de audiencias, su desempeño y habilidades son evaluados 
de manera frecuente y transparente al existir publicidad en las 
audiencias. Se brinda así, mejor calidad de operadores a la socie-
dad al realizar su trabajo.

D) Mayores filtros para el desahogo de medios de prueba 
y para ser valorados como pruebas por los jueces para emitir 
una sentencia. Solo se admiten medios de prueba que han sido 
obtenidos e incorporados de manera lícita y cuando estos son 
esenciales para el esclarecimiento de los hechos. Solamente los 
medios de prueba admitidos en el auto de apertura a juicio oral 
tendrán derecho de ser desahogados frente al tribunal de juicio 
oral y en la tercera etapa del procedimiento, a menos que se trate 
de la excepción de la prueba superveniente. Lo anterior brinda 
mayor credibilidad y transparencia en las resoluciones que emi-
ten nuestros jueces.

E) Más claridad en el funcionamiento de las instituciones de 
procuración e impartición de justicia. Existe una participación 
más activa tanto de víctimas u ofendidos como de imputados des-
de el inicio del procedimiento, por la metodología de audiencias 
y los principios rectores que las regulan. Estos deben ser asesora-
dos respectivamente, ya sea por el Ministerio Público, el asesor 
jurídico o por el abogado defensor, y así conocer el objetivo de 
las etapas y fases del nuevo procedimiento penal para expresar 
congruentemente cada una de sus pretensiones en el derecho que 
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UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO10

tienen de comunicarse directa y oralmente con el juez en todo 
momento de las audiencias. La sociedad puede comprender más 
fácil y claramente cada una de las fases contenidas en el proce-
dimiento penal.

F) Justicia más pronta y expedita. Al haber oralidad, inme-
diación y varias formas para que las partes puedan poner fin al 
conflicto penal en el sistema acusatorio adversarial, se pueden 
esclarecer los hechos de manera más ágil. Los jueces, sin tantos 
formalismos, atienden cada una de las peticiones de las partes y 
resuelven oralmente en audiencia y frente a estas. 

G) Más calidad en la investigación. Al haber mayores filtros 
para la admisión y el desahogo de medios de prueba para que 
puedan ser considerados por los jueces que dictarán una sen-
tencia, se debe realizar una investigación dentro de un esque-
ma horizontal y no vertical, en donde exista una dirección, pero 
también una coordinación que permita analizar y seleccionar los 
medios de prueba más idóneos para sustentar una determinada 
teoría del caso ante los jueces.

H) Justicia con enfoque restaurativo. En el sistema acusatorio 
adversarial se encamina toda la investigación hacia el esclare-
cimiento de los hechos y no tanto así en la imposición de una 
pena. Tanto las medidas cautelares como las penas, así como las 
formas que la partes determinen (y que sean pertinentes) para el 
esclarecimiento de los hechos, no se seleccionan en base a una 
pena únicamente, sino también a un objetivo restaurativo. Se tra-
ta de evitar que la misma conducta se cometa de manera reitera-
da. Esto se logra, entre otras cosas, con el esclarecimiento de los 
hechos sin perder de vista el enfoque restaurativo.

I) En el caso específico de las procuradurías, estas tienen ma-
yor capacidad de respuesta en la atención y resolución de los 
casos ingresados.7 Al contar con estructuras como la unidad de 

7		  Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), 
Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), Secretaría Técnica del 
Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal 
(Setec), Síntesis Ejecutiva del Informe General “Seguimiento del Proceso de 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 11

atención temprana, entre otras, y salidas alternas, como la me-
diación, la conciliación, entre otras, y formas de terminación an-
ticipada, como los criterios de oportunidad y el procedimiento 
abreviado, todas estas dentro del procedimiento penal acusatorio 
adversarial, se brinda a las partes diversas alternativas para solu-
cionar un conflicto penal antes de la etapa de juicio oral.

La experiencia debe mejorar para la implementación de un sis-
tema acusatorio adversarial en México.

La experiencia mexicana en la aplicación del sistema acusato-
rio adversarial es muy valiosa. El proceso de implementación 
avanza de manera satisfactoria aunque siempre existen retos que 
se deben superar y experiencias con áreas de oportunidad para 
mejorar, entre las cuales se encuentran:

A) Planeación. Se necesita crear un plan integral de imple-
mentación que retome las mejores prácticas a nivel nacional e 
internacional y que contemple las necesidades particulares de 
nuestro país. 

B) Diseño. El sistema requiere de estructuras y de un sistema 
de operación y organización que permita el ágil avance de los 
operadores en el procedimiento y en beneficio de la sociedad. 

Como parte del plan de implementación integral se debe in-
cluir un diseño del modelo de gestión,8 que permita establecer 
la ruta de operación y de administración del sistema de justicia 
penal acusatorio adversarial con base en el nuevo procedimien-
to penal. Se debe aprender de la experiencia nacional.

C) Difusión. El nuevo esquema de justicia penal requiere de 
una estrategia de difusión gradual para dar a conocer los diferen-
tes componentes del nuevo esquema de manera clara y sencilla. 

D) Capacitación. Se requiere de un plan dinámico e integral 
de capacitación para los operadores, de acuerdo con su perfil, y 

Implementación de la Reforma Penal en los Estados de Chihuahua, Estado de 
México, Morelos, Oaxaca y Zacatecas”, 2007-2011, p. 14.

8		  Comisión Ejecutiva para la Reforma del Sistema de Justicia Penal de 
Nuevo León. Actualizado a 2013. Nuevo Sistema de Justicia Penal Nuevo 
León, Nuevo León Unido Gobierno para Todos, “Implementación del Sistema 
de Justicia Penal Acusatorio en el Estado de Nuevo León”.
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UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO12

con las habilidades y competencias que estos necesitan para su 
adecuado funcionamiento en el nuevo procedimiento penal. Aho-
ra bien, los medios de comunicación y la sociedad en general se 
necesitan capacitar también. 

Sin duda, habrá cada vez más retos, pero la experiencia po-
sitiva nacional nos permitirá enfrentarlos e innovar para contar 
con un mejor sistema de procuración e impartición de justicia en 
nuestro país.

II. Las ventajas y objetivos del Código Nacional 
de Procedimientos Penales

Se ha establecido que la homologación a un solo procedimien-
to agiliza el avance de la investigación y hasta la solución de un 
conflicto penal.

Al existir un único procedimiento penal y con una metodo-
logía de audiencias a través del medio de comunicación de la 
oralidad, todas y cada una de las pretensiones que realicen las 
partes al juez se comunican en audiencia oral, directa y rápida-
mente, pudiendo avanzar de manera concentrada y continuada 
en la etapa de investigación, por ejemplo desde la audiencia de 
control de la detención, la de formulación de la imputación, la 
vinculación proceso, medidas cautelares, y el plazo para el cierre 
de la investigación, en un tiempo real aproximado de una hora 
cuarenta minutos. Lo anterior ante la petición de las partes y la 
autorización del tribunal. Un caso de homicidio, resuelto bajo el 
nuevo esquema de justicia penal, tuvo una duración aproximada 
de tres meses y medio desde la denuncia hasta que se dictó sen-
tencia en juicio oral.

Al existir un solo procedimiento se unifican las salidas que 
existen en este para poner fin al conflicto penal, se conocen más 
claramente y se aplican en mejor y mayor número de casos, in-
yectándole rapidez al avance de las causas que ingresan en una 
unidad de atención temprana y para beneficio de la sociedad.
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Además de los objetivos y ventajas anteriormente menciona-
dos del Código Nacional de Procedimientos Penales, encontra-
mos los siguientes:

A) Cuenta con diversas formas a las cuales pueden acceder 
víctimas u ofendidos e imputados para poner fin al conflicto pe-
nal (formas de terminación anticipada y salidas alternas). El sis-
tema acusatorio penal ofrece un mapeo de varias formas a las 
que se puede acceder para poner fin al conflicto penal, como pue-
den ser la mediación, la conciliación, la suspensión del proceso 
a prueba o inclusive el mecanismo de aceleración denominado 
procedimiento abreviado. El Ministerio Público puede acceder, 
por el principio de legalidad inclusive, a criterios de oportunidad 
para aquellos casos que la ley lo permita bajo el nuevo esquema 
de justicia penal y para descongestionarlo. Las partes participan de 
manera activa en la solución del conflicto penal y con un objetivo 
también restaurativo que beneficia a la sociedad.

En el Código único se consideró ser pedagógicos en la in-
clusión de las figuras indispensables del procedimiento penal. 
Si bien es cierto no se trata de hacer un manual, sí se cuidó que 
quedaran incluidas y claramente distinguidas las diferentes sa-
lidas existentes para poner fin al conflicto penal. Su fácil com-
prensión permite que más víctimas u ofendidos e imputados las 
entiendan y las soliciten. Siempre que se reúnan los requisitos 
establecidos en la legislación única, podrán acceder víctimas u 
ofendidos e imputados a estas más fácilmente.

B) Se alimenta de las buenas prácticas que han funcionado 
en el diseño legislativo de entidades federativas que aplican el 
sistema acusatorio adversarial. Se analizaron las diversas ini-
ciativas presentadas, y se buscó con expertos y representantes de 
estas iniciativas llegar a consensos sobre los diferentes conteni-
dos de las iniciativas. Los expertos, como parte del Comité Téc-
nico, analizaron para los legisladores los diferentes contenidos, 
retomando siempre las buenas prácticas a nivel nacional e inter-
nacional, pero tomando en cuenta tanto las necesidades como la 
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realidad de nuestro país. Se hizo inclusive un simulador9 para 
poner en práctica los contenidos del anteproyecto y en el que 
participaron operadores que realizan sus funciones en las diver-
sas entidades federativas en donde se aplica el sistema acusatorio 
adversarial. 

C) Evita la dispraxis en la experiencia nacional, toda vez que 
el diseño de su contenido permite mayor descongestión en el pro-
cedimiento penal evitando dilaciones10 y trámites innecesarios. 
El avance de la investigación en el nuevo esquema de justicia 
permite que se ahorren recursos humanos y económicos. Por la 
metodología de audiencias y la oralidad, las partes están obliga-
das a comunicar sus pretensiones ante los jueces de manera oral, 
para que el juzgador pueda resolver. La inmediación requiere la 
presencia de todas las partes, sin la posibilidad de delegar funcio-
nes a nadie. Los jueces deberán resolver frente a estas y después 
de haberlas escuchado, por lo que se eliminan trámites innecesa-
rios; el juez escucha directamente de las partes las pretensiones y 
resuelve, quedando registro de audio y video de toda la audiencia 
y solo se transcriben las diferentes resoluciones de los jueces. Al 
existir la posibilidad de acceder a salidas alternas desde la eta-

9		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legisla-
tivos…, cit., p. 137, “El Simulador fue creado a fin de perfeccionar el traba-
jo legislativo creado en el Anteproyecto de Dictamen del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. El Simulador fue un ejercicio de revisión anticipada 
de la representación de situaciones procesales establecidas en el Anteproyec-
to de Dictamen y fue realizado en colaboración con instituciones operadoras 
del sistema penal, académicos, expertos, consejeros técnicos y legisladores. Se 
buscó aprovechar la experiencia de las entidades federativas que ya han puesto 
en marcha el sistema de justicia acusatorio. Para ello el Senado de la República 
respetuosamente invitó a participar a Jueces, Defensores y Ministerios Públi-
cos, provenientes de Baja California, Chihuahua, Oaxaca, Estado de México y 
Zacatecas”.

10		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 16. Justicia 
pronta. Toda persona tendrá derecho a ser juzgada dentro de los plazos legal-
mente establecidos. Los servidores públicos de las instituciones de procuración 
e impartición de justicia deberán atender las solicitudes de las partes con pron-
titud, sin causar dilaciones injustificadas”.
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pa de investigación y hasta la etapa intermedia, antes de que se 
dicte el auto de apertura a juicio oral, solo algunos casos llegan 
a la etapa de juicio oral, permitiendo la optimización de recursos 
económicos y humanos.

En la experiencia nacional, sin embargo, en algunos casos to-
davía se mantenían como parte incluso del diseño legislativo pro-
cedimental, actos que eran netamente administrativos y propios 
del sistema inquisitivo mixto. Debido a la falta de capacitación o 
recursos, algunas otras veces, por ejemplo, se dilataba el avance 
del procedimiento. En el procedimiento penal único se eliminan 
estos “requisitos administrativos” y se simplifican muchos actos, 
retomando la experiencia nacional avanzada y exitosa en la apli-
cación del sistema acusatorio adversarial.

La legislación única incluye tanto salidas alternas como for-
mas anticipadas para poner fin al conflicto penal, incluyendo re-
quisitos indispensables para acceder a estas y fomentando su me-
jor y mayor aplicación.

D) Las disposiciones contenidas facilitan a las víctimas u 
ofendidos mayor participación en el procedimiento penal. Las 
víctimas escuchan directamente del agente del Ministerio Públi-
co los hechos, medios de prueba y el fundamento jurídico que 
este comunica oralmente al juzgador en audiencias, facilitándole 
a la víctima la comprensión cabal del desarrollo de la investiga-
ción y con la posibilidad de tener comunicación oral y directa 
con el juzgador para hacer las manifestaciones que así considere 
pertinentes, pudiendo oponerse, inclusive, a cualquier solicitud 
del Ministerio Público y refutar, como acusador coadyuvante per 
se o a través de un abogado, la teoría del caso de la defensa. Al 
esclarecerse el caso penal, las víctimas confían en la sentencia, 
pues participaron desde la investigación, la depuración y hasta el 
desahogo de medios de prueba que son base de la motivación y 
fundamentación de la sentencia.

No solamente por la metodología de audiencias, por consti-
tuirse como acusador coadyuvante, sino a través de la inclusión 
como sujeto del procedimiento penal también, el asesor jurí-
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dico11 es una figura que facilitará también la adecuada parti-
cipación tanto de víctimas como de ofendidos, de manera más 
objetiva y con conocimiento más profundo del nuevo procedi-
miento.12 

E) Se incluye en el Código Nacional el acceso de los imputa-
dos a una defensa técnica adecuada y de calidad. En el sistema 
acusatorio se verifica desde la misma audiencia de control de 
la detención, en casos de flagrancia y caso urgente, que la per-
sona detenida cuente con una defensa técnica adecuada, que es 
adicional a la defensa material. Se busca que la persona detenida 
cuente con la representación profesional y especializada de un 
abogado que se desempeñe adecuadamente en la metodología de 
audiencias. En caso de que la persona se encuentre aprehendida y 
se presente ante el juzgador en una audiencia de formulación de 
la imputación, o que sea citado previamente y se presente a dicha 
audiencia, el juzgador deberá verificar que el imputado cuente 

11		  Ibidem, “Artículo 105. Sujetos de procedimiento penal. Son sujetos del 
procedimiento penal los siguientes:

I. La víctima u ofendido;
II. El Asesor jurídico;
III. El imputado;
IV. El Defensor”.
12		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legis-

lativos…, cit., p. 216, “En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas u 
ofendidos podrán designar a un Asesor jurídico, el cual deberá ser licenciado en 
derecho o abogado titulado, quien deberá acreditar su profesión desde el inicio 
de su intervención mediante cédula profesional. Si la víctima u ofendido no 
puede designar uno particular, tendrá derecho a uno de oficio.

Cuando la víctima u ofendido perteneciere a un pueblo o comunidad indí-
gena, el Asesor jurídico deberá tener conocimiento de su lengua y cultura y, en 
caso de que no fuere posible, deberá actuar asistido de un intérprete que tenga 
dicho conocimiento.

La intervención del Asesor jurídico será para orientar, asesorar o intervenir 
legalmente en el procedimiento penal en representación de la víctima u ofen-
dido.

En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas podrán actuar por sí o a 
través de su Asesor jurídico, quien sólo promoverá lo que previamente informe 
a su representado. El Asesor jurídico intervendrá en representación de la vícti-
ma u ofendido en igualdad de condiciones que el Defensor”.
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con una defensa técnica adecuada como lo establece la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El Código Nacional de Procedimientos penales expresamente 
contempla la garantía de una defensa técnica.13 Siendo retomada 
esta figura de buenas prácticas a nivel nacional en la aplicación 
del sistema acusatorio adversarial, busca diferenciar la defensa 
técnica de la material, para enfatizar la adecuada preparación que 
deben tener los abogados que la ejerzan. Estos deben contar con 
el dominio del sistema acusatorio adversarial y conocer absoluta-
mente toda la carpeta de la causa en la que intervinieren.

Desde la etapa de investigación y hasta la etapa de ejecución, 
se verifica que el imputado, acusado o ya sentenciado tenga una 
defensa adecuada y, en todo caso, al aplicarse los principios rec-
tores, como son la inmediación, que permite el contacto directo 
de las partes frente al juez sin la posibilidad de delegar funciones, 
los abogados son constantemente evaluados en su desempeño y 
en cada audiencia, por lo que en un momento dado, y ante la con-
vicción objetiva, fundada y motivada de los jueces, los abogados 
son sustituidos cuando no cumplen con una defensa técnica ade-
cuada. Los imputados se benefician en el sistema acusatorio al 
contar con una defensa técnica adecuada, verificada y evaluada 
en las audiencias constantemente, sin importar si pueden o no 
pagar a un abogado, estos tendrán la garantía de contar con una 
defensa técnica a su lado siempre.

13		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 121. Garantía de 
la Defensa técnica. Siempre que el Órgano jurisdiccional advierta que existe 
una manifiesta y sistemática incapacidad técnica del Defensor, prevendrá al 
imputado para que designe otro.

Si se trata de un Defensor privado, el imputado contará con tres días para 
designar un nuevo Defensor. Si prevenido el imputado, no se designa otro, un 
Defensor público será asignado para colaborar en su defensa.

Si se trata de un Defensor público, con independencia de la responsabilidad 
en que incurriere, se dará vista al superior jerárquico para los efectos de susti-
tución.

En ambos casos se otorgará un término que no excederá de diez días para 
que se desarrolle una defensa adecuada a partir del acto que suscitó el cambio”.
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F) La inclusión de principios rectores y otras disposiciones 
esenciales14 brindan mayor claridad y transparencia en el sistema 
de procuración e impartición de justicia. Principios rectores apli-
cados en cada audiencia, como son la publicidad e inmediación, 
requieren que el juez deba valorar todos y cada uno de los medios 
de prueba frente a las partes y después de que estas los desahoguen 
y refuten. La valoración que realiza el juzgador se explica de ma-
nera oral frente a las partes, aunque posteriormente se transcriba la 
resolución. La actuación de todos los intervinientes se observa en 
audiencias por regla general públicas, en donde la sociedad puede 
conocer y entender fácilmente el desarrollo de las audiencias, y 
por lo tanto, evaluar la labor de los operadores con funciones en 
el sistema de procuración e impartición de justicia, legitimando y 
confiando cada vez más en su actuar.

Con un solo procedimiento a nivel nacional, habrá una sola 
forma de avanzar una causa penal en el procedimiento, aun y con 
varias formas para poner fin al conflicto penal, no habrá criterios 
distintos en cuanto a qué salidas existen o sobre los requisitos 
que se necesitan para su aplicación. Ya sea en una u otra entidad 
federativa, las “reglas del juego” están plasmadas y claras en un 
solo procedimiento.

G) Su diseño promueve la armonización de la legislación 
mexicana con disposiciones del ámbito internacional y en ma-
teria de derechos humanos que nuestro país debe observar. Mé-
xico es parte de ordenamientos dentro del ámbito internacional 
y en materia de derechos humanos de destacada relevancia en 
la forma de procuración e impartición de justicia. Gracias a la re-
forma constitucional de junio de 2008 y la establecida de manera 
importante también en materia de derechos humanos en 2011, 
México debe cumplir con una obligación constitucional de im-
plementar un sistema de justicia penal acusatorio privilegiando 

14		  En el Código Nacional de Procedimientos Penales se establece, por 
ejemplo, que los agentes del Ministerio Público deben actuar en estricto apego 
a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez 
y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución.
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la oralidad, el contacto directo entre las partes en audiencia, la 
igualdad, entre otras cosas, para que los jueces puedan resolver 
y, asimismo, obliga a todas las personas con funciones en el sis-
tema de procuración e impartición de justicia a realizar sus fun-
ciones siempre en respeto de los derechos humanos. Los jueces 
deben siempre fundar y motivar cada una de sus resoluciones no 
solamente de acuerdo con la ley correspondiente, sino también 
basando sus razonamientos en lo establecido en ordenamientos 
de ámbito internacional y en materia de derechos humanos. Mé-
xico, al aplicar un sistema acusatorio, puede cumplir más fácil-
mente diversos ordenamientos en el ámbito internacional y en 
materia de derecho humanos.

En la legislación única para México se contempla la obliga-
ción de respetar en todo momento los derechos humanos. No 
solamente como parte de las obligaciones de los agentes del 
Ministerio Público y de las policías, sino que se incluyen otras 
disposiciones que obligan a que estos se respeten.15

H) Establece disposiciones claras y específicas para fomentar 
una mayor coordinación de cuerpos de policías y peritos para 
con la investigación que dirige el Ministerio Público y para el 
adecuado esclarecimiento de los hechos. A partir de la reforma 
del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se busca una coordinación en el ámbito horizontal y 
no vertical, con el objetivo de una labor en equipo, en donde el 
agente del Ministerio Público deberá apoyarse de la experiencia 
de policías y peritos en la observación del lugar de los hechos, 
en la cadena de custodia, entre otras actividades. Se evitarán así, 
dilaciones innecesarias en el avance de la investigación y se cui-
dará rigurosamente la preservación de medios de prueba que ayu-
darán al esclarecimiento de los hechos. Con una labor de equipo 
de manera horizontal se realiza una investigación más estrecha y 

15		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 214. Principios 
que rigen a las autoridades de la investigación. Las autoridades encargadas de 
desarrollar la investigación de los delitos se regirán por los principios de lega-
lidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad y respeto a los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados”.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO20

coordinada. Cuando se presentan en la etapa de juzgamiento pe-
ritos y agentes de policía para el desahogo de su testimonio ante 
los jueces en audiencia oral, tanto los peritos como los agentes 
de la policía ya están familiarizados con la recabación y desarro-
llo de los medios de prueba en la investigación, por lo que existe 
mayor eficiencia en la comunicación de su participación en au-
diencia de juicio oral y para que la conozca detalladamente y en 
lenguaje sencillo el juzgador.

Se busca lograr una mejor coordinación entre agentes del Mi-
nisterio Público y las policías en la legislación procesal única, 
para obtener más rápido y mejores medios de prueba que permi-
tan el adecuado esclarecimiento de los hechos.16

I) Contiene disposiciones que brindan un control más rigu-
roso en la admisión de medios de prueba atendiendo a la lici-
tud y la pertinencia. Al existir una metodología de audiencias 
en donde cada medio de prueba debe ser comunicado de ma-
nera oral, desahogado, de ser necesario, a través de las técnicas 

16		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislati-
vos…, cit., “Sobre la jerarquía Ministerio Público/Policía y los actos de inves-
tigación. Entre los temas centrales del Código estuvo el de estructurar la relación 
entre el Ministerio Público y la Policía, en tanto la expedición de esta norma 
constituye una oportunidad histórica para diseñar adecuadamente los incentivos 
que regulan la mancuerna institucional más importante en la tarea de esclarecer 
los hechos constitutivos de un delito y procesar al culpable de su comisión.

Ahora bien, no es menester de este ordenamiento detallar los pormenores de 
su coordinación. Ello no sería deseable pues, al ser el Código una regulación 
explícita de lo que deberá entenderse por debido proceso, las consecuencias 
de no atender alguna de sus disposiciones resultan, ni más ni menos, que en la 
nulidad de los actos procesales.

Lo que sí resulta una obligación del legislador es identificar y regular aque-
llas actuaciones de coordinación formal entre estas instituciones que puedan 
derivar en violaciones a derechos humanos, con un especial énfasis en aquellos 
procedimientos que constituyen actos de molestia.

Es por lo anterior que el Proyecto ha incorporado minuciosas disposiciones 
respecto de las formalidades que deberán observarse durante la detención de un 
imputado, en la realización de inspecciones o cateos, o en los procedimientos 
a seguir cuando la autoridad solicita o impone providencias precautorias o me-
didas de protección”.
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de litigación permitidas y refutado por la contraparte para ser 
considerado por los jueces en su valoración y para ser parte del 
fundamento y motivación de cada una de sus resoluciones. El 
nuevo procedimiento penal acusatorio permite la depuración de 
aquellos medios de prueba que no hayan sido obtenidos o incor-
porados de manera lícita, así como los que no tengan pertinencia 
con la causa en concreto.

El Código Nacional establece disposiciones importantes para 
incluir filtros necesarios para la admisión, desahogo e incorpora-
ción de medios de prueba.17 La licitud es requisito indispensable 
para que sean admitidos los medios de prueba en la etapa inter-
media, al igual que su relevancia para el adecuado esclarecimien-
to de los hechos.

J) Establece disposiciones que permiten mayor control en el 
desempeño de los operadores con funciones dentro del sistema 
de procuración e impartición de justicia.18 Gracias a la reforma 
constitucional de junio de 2008, se establece la valiosa figura de 

17		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 259. Generalida-
des. Cualquier hecho puede ser probado por cualquier medio, siempre y cuando 
sea lícito. Las pruebas serán valoradas por el Órgano jurisdiccional de manera 
libre y lógica. Los antecedentes de la investigación recabados con anterioridad 
al juicio carecen de valor probatorio para fundar la sentencia definitiva, salvo 
las excepciones expresas previstas por este Código y en la legislación aplicable.

Para efectos del dictado de la sentencia definitiva, sólo serán valoradas 
aquellas pruebas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio, salvo 
las excepciones previstas en este Código”.

18		  Ibidem, “Artículo 144. Desistimiento de la acción penal. El Ministerio 
Público podrá solicitar el desistimiento de la acción penal en cualquier etapa del 
procedimiento, hasta antes de dictada la resolución de segunda instancia.

La solicitud de desistimiento debe contar con la autorización del Titular de 
la Procuraduría o del funcionario que en él delegue esa facultad.

El Ministerio Público expondrá brevemente en audiencia ante el Juez de 
control, Tribunal de enjuiciamiento o Tribunal de alzada, los motivos del desis-
timiento de la acción penal. La autoridad judicial resolverá de manera inmedia-
ta y decretará el sobreseimiento.

En caso de desistimiento de la acción penal, la victima u ofendido podrán 
impugnar la resolución emitida por el Juez de control, Tribunal de enjuicia-
miento o Tribunal de alzada”.
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los jueces de control de legalidad, los cuales dirigirán cada una 
de las audiencias de la primera y segunda etapa del procedimien-
to penal. En la tercera etapa dirigirá las audiencias un tribunal 
distinto, denominado de juicio oral, y en la siguiente etapa, esto 
es, la etapa de ejecución, contaremos con jueces de ejecución. La 
presencia en las diferentes audiencias de los juzgadores y con el 
principio de imparcialidad, obligan a las partes a fundar y mo-
tivar adecuadamente cada una de sus pretensiones, y los jueces 
deberán dictar el fallo correspondiente en audiencia pública por 
regla general y frente a las partes. La sociedad puede entonces no 
solamente presenciar el desarrollo de cada audiencia, sino tam-
bién entender más fácilmente el avance de la investigación ante 
los jueces. La sociedad podría evaluar el desempeño de los dife-
rentes actores con funciones en el sistema de justicia penal. 

En este caso se podrán impugnar las resoluciones emitidas por 
los jueces y también ante ellos se puede oponer la víctima u ofen-
dido ante las determinaciones19 fomentándose una participación 
mucho más activa de estas.

Objetivos del Código Nacional de Procedimientos Penales

Son varios los objetivos de esta importante legislación única. 
Estos de hecho están contenidos en las valiosas iniciativas pre-
sentadas en el Congreso para la creación del Código Nacional 

19		  Ibidem, “Artículo 258. Notificaciones y control judicial. Las determi-
naciones del Ministerio Público sobre la abstención de investigar, el archivo 
temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y el no ejercicio de la 
acción penal deberán ser notificadas a la víctima u ofendido quienes las podrán 
impugnar ante el Juez de control dentro de los diez días posteriores a que sean 
notificadas de dicha resolución. En estos casos, el Juez de control convocará a 
una audiencia para decidir en definitiva, citando al efecto a la víctima u ofen-
dido, al Ministerio Público y, en su caso, al imputado y a su Defensor. En caso 
de que la víctima, el ofendido o sus representantes legales no comparezcan a la 
audiencia a pesar de haber sido debidamente citados, el Juez de control decla-
rará sin materia la impugnación.

La resolución que el Juez de control dicte en estos casos no admitirá recurso 
alguno”.
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de Procedimientos Penales para México. Atendiendo al momento 
histórico único, veamos a detalles estos objetivos.20

A. Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expide el 
Código de Procedimientos Penales de los Estados Unidos Mexi-
canos presentada el día 4 de abril de 2013 por las Senadoras 
Cristina Díaz Salazar, Diva Hadamira Gastélum Bajo e Hilda 
Esthela Flores Escalera, integrantes del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institucional.

La iniciativa en su exposición de motivos expresa:
I. Son muestras de la crisis del actual sistema de justicia penal 

el incremento de la inseguridad pública provocada por el delito y 
la impunidad propiciada por la falta de funcionalidad de los órga-
nos encargados de investigar y perseguir el delito, de procurar y 
administrar justicia.

II. La reforma constitucional de 2008 fue producto de diversas 
propuestas provenientes tanto de legisladores como del Ejecutivo 
Federal, de la participación en el proceso que tuvieron distintos 
organismos académicos públicos y de la sociedad civil, así como 
de algunos organismos internacionales.

III. A raíz de la reforma de junio de 2008, algunas entidades 
federativas tomaron la iniciativa para emprender reformas a su 
sistema procesal penal e implantar los juicios orales, como su-
cedió en Nuevo León, Chihuahua, Estado de México, Oaxaca, 
Querétaro y Zacatecas, ya sea de manera parcial o integral. Por lo 
anterior, existe diversidad de criterios con relación a ciertos con-
tenidos constitucionales y a los alcances de diversas instituciones 
que prevé la reforma, así como del modelo procesal acusatorio y 
oral a seguir.

En diversos estudios, encuentros y foros judiciales, se ha con-
cluido en la necesidad de avanzar en el proceso de codificación 
uniforme, comprobándose que este proceso no atenta contra la 
soberanía de las entidades federativas y resulta perfectamente 
compatible con el federalismo, tal y como lo demuestran las ex-
periencias de países federales como Brasil y Alemania.

20		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislati-
vos…, cit., pp. 11-22.
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La iniciativa busca:
I. Unificar la legislación procesal penal, para que los criterios 

político criminales que habrán de observarse en el procedimiento 
penal igualmente se unifiquen en todos sus aspectos, y así evitar 
que en el país haya distintas formas de procurar y administrar 
justicia.

II. Que la nueva legislación procesal penal prevea los meca-
nismos necesarios y adecuados que permitan, por un lado, hacer 
efectivos los principios y garantías previstos en la Ley Funda-
mental, característicos del sistema procesal acusatorio; y, por el 
otro, hacer realidad los principios y garantías propios del derecho 
penal sustantivo o material de corte democrático y liberal, que 
igualmente tienen su base en la Constitución y que expresa o táci-
tamente se encuentran consagrados en los Códigos Penales.

III. Establecer límites del poder penal y garantía de protección 
de los derechos humanos de los actores del juicio penal, así como 
brindar a la sociedad un sistema penal que garantice de manera 
más efectiva la protección de sus bienes jurídicos frente al deli-
to, que se combata eficazmente la delincuencia y la inseguridad 
pública provocada por ésta, y que se combata la impunidad y la 
corrupción, entre otros males que aquejan al sistema.

IV. Considerar la realidad socio-cultural, política, económica 
y jurídica de la nación mexicana y de cada una de las entidades 
federativas en particular, para que la reforma sea una respuesta 
a sus necesidades. Si bien el legislador mexicano debe tomar en 
cuenta las experiencias del derecho penal y procesal penal com-
parado, no debe simplemente trasplantar algún modelo procesal 
ajeno; debe esforzarse en autogenerar un modelo nacional par-
tiendo de la base constitucional.

V. Precisar las transformaciones que tanto orgánica como fun-
cionalmente habrán de experimentar las diversas instituciones del 
sistema de justicia penal, como el Ministerio Público y sus au-
xiliares, el Poder Judicial y el órgano encargado de la ejecución 
penal, así como el rol que la víctima y el defensor deben jugar en 
el proceso penal.

VI. Aplicar los juicios orales al mayor número de casos, sobre 
todo los más graves. Asimismo, sugiere el uso de las salidas al-
ternas o la aplicación de mecanismos alternativos de solución de 
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controversias para despresurizar el actual sobresaturado sistema 
penal y así generar un sistema más ágil donde los juicios orales 
puedan cumplir con su función.

VII. Otorgar una intervención más amplia a la víctima, al ofen-
dido y a su asesor legal, tanto en la etapa de investigación como 
durante el proceso, para que aporten directamente las pruebas, 
ya sea para el ejercicio de la acción penal o para la acreditación 
de los presupuestos necesarios para la imposición de una pena o 
medida de seguridad, así como para el aseguramiento o la restitu-
ción de sus derechos y el embargo precautorio para garantizar la 
reparación de daños y perjuicios causados por el delito.

B. Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expide el 
Nuevo Código Único de Procedimientos Penales, presentada el día 
29 de abril de 2013, por el Senador Pablo Escudero Morales, del 
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

La iniciativa en su exposición de motivos expresa:
I. El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación la reforma constitucional en materia penal que fue 
aprobada por el Congreso de la Unión, con la finalidad de esta-
blecer un sistema acusatorio en el que se respeten los derechos de 
la víctima u ofendido, y del imputado.

II. Ante las diversas Iniciativas presentadas sobre Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, se realizaron diversas Audien-
cias Públicas a partir del 6 de marzo del 2013, donde participaron 
expertos, autoridades y representantes de la sociedad civil con el 
objetivo de enriquecer el trabajo legislativo de dictaminación del 
Código. En dichas reuniones prevaleció la preocupación relativa 
a la necesidad de elaborar un ordenamiento procesal penal único.

III. El Pacto por México, en el apartado de Seguridad y Justi-
cia, se refiere a la aprobación de “un Código de Procedimientos 
Penales Único para todo el país, con la finalidad de establecer 
elementos procesales homogéneos y congruentes con el estable-
cimiento de un sistema penal acusatorio y oral.

IV. El nuevo Código de Procedimientos Penales, además de 
velar por la transición de un sistema persecutorio-inquisitorio a 
un sistema acusatorio, debe unificar los distintos instrumentos 
procesales vigentes en el país en un solo código que evite la di-
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versidad de criterios y mecanismos en la impartición de justicia y 
con total apego al respeto de los derechos humanos.

La iniciativa busca:
I. Que las policías preventivas tengan la facultad de investiga-

ción bajo la conducción y mando del Ministerio Público, quien 
llevará la conducción de las investigaciones bajo la supervisión y 
autorización de un Juez de Control.

II. Que el Juez de Control sea el encargado de aprobar y dar 
seguimiento de las diligencias y medidas cautelares necesarias 
para la investigación de los delitos. Además, desde el momento 
en que el inculpado sea designado al Juez de Juicio Oral, el Mi-
nisterio Público dejará de ser parte investigadora para convertirse 
en acusadora.

III. El Juicio Oral sólo versará en el desahogo de pruebas y 
alegatos de las partes, de forma verbal y protegiendo en todo mo-
mento la presunción de inocencia, lo que dará como resultado que 
tanto la víctima como el Ministerio Público sean los obligados de 
probar la culpabilidad del imputado.

IV. Con la homogeneidad del proceso penal en México se otor-
gará plena certeza jurídica y respeto a los derechos fundamen-
tales, tanto de las víctimas como de los imputados. La finalidad 
es que se aplique en todo el territorio el mismo modelo procedi-
mental de impartición de justicia de una manera imparcial, ágil, 
transparente y eficaz.

C. Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide el 
Código Procesal Penal para la República Mexicana presentada 
el día 30 de abril de 2013 por los Senadores Arely Gómez Gonzá-
lez, Roberto Gil Zuarth, Manuel Camacho Solís, Pablo Escudero 
Morales, Angélica De La Peña Gómez, Omar Fayad Meneses, 
Luis Armando Melgar Bravo, Layda Sansores San Román y Do-
lores Padierna Luna, pertenecientes a diversos Grupos Parla-
mentarios.

La iniciativa en su exposición de motivos expresa:
I. Que históricamente el Congreso de la Unión otorgaba facul-

tades al Ejecutivo Federal para emitir el Código de Procedimien-
tos Penales. Por lo tanto, esta es la primera vez que el Congreso 
Federal será sede para la discusión y aprobación de un instrumen-
to de tal importancia, eficaz, respetuoso de los derechos humanos, 
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de aplicación en todo el territorio nacional y por todos los opera-
dores del sistema de justicia penal.

II. A raíz de diversos diagnósticos y observaciones emitidas 
tanto por organismos nacionales como internacionales, surgieron 
diversas reformas para atender la crisis del sistema de justicia 
penal en nuestro país. Algunas entidades federativas como Oaxa-
ca y Chihuahua se dieron a la tarea de crear nuevos códigos de 
procedimientos penales de corte acusatorio antes de la reforma 
constitucional del 18 de junio de 2008. Dicha reforma establece 
como plazo máximo para su implementación en todo el territorio 
nacional el día 19 de junio de 2016.

III. Hasta el mes de abril de 2013, 23 entidades federativas 
cuentan con un Código de Procedimientos Penales de corte acu-
satorio (3 lo operan en todo su territorio, 10 aún sólo lo imple-
mentan por regiones, 1 lo tiene promulgado pero su vigencia de-
pende de una declaratoria, 7 entrarán en operación parcial durante 
el 2013, 2 iniciarán su operación parcial en el 2014). Añade que 7 
entidades federativas aún se encuentran discutiendo los proyectos 
en sus legislaturas locales, y que Colima y el Distrito Federal son 
las entidades más retrasadas en el proceso de implementación.

IV. Con la codificación única en materia de proceso penal para 
todo el país se logrará la unificación de criterios, incidiendo de 
manera positiva en la capacitación de los operadores del sistema, 
en los procesos de enseñanza y formación de los estudiantes de 
derecho y abogados, toda vez que partirían de una misma base 
aplicable a todo el país. Asimismo, otorgaría mayor certidumbre 
jurídica al ciudadano y al operador, se podrían generar criterios 
jurisprudenciales uniformes, se contaría con elementos más ho-
mogéneos para la planeación del rediseño institucional que re-
quiere la reforma constitucional del 2008, e incluso se facilitaría 
el proceso de implementación de la reforma a nivel nacional.

V. Es necesario crear un Código Único que logre cumplir con 
las exigencias de la sociedad mexicana de contar con un instru-
mento que unifique criterios para la aplicación de la ley penal en 
nuestro país y, proporcione claridad y certeza sobre los conteni-
dos de la ley.

VI. La Iniciativa es congruente con el Pacto por México, el 
cual plasmó en uno de sus acuerdos la necesidad de implantar un 
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Código Procesal Penal Único para todo el país conforme a la re-
forma del 18 de junio de 2008. Agrega que también es congruente 
con la reforma constitucional en materia de derechos humanos 
del 10 de junio de 2011.

La iniciativa busca:
I. Establecer un modelo jurídico uniforme, aplicable a todas las 

entidades federativas, incluido el Distrito Federal y, al ámbito fe-
deral sobre la base de una política criminal coherente y congruente 
con las nuevas bases constitucionales, homogéneo y sistematizado 
que evite la dispersión normativa, criterios encontrados o incluso 
inseguridad jurídica que genere espacios de impunidad y el conse-
cuente descrédito del sistema.

II. Estructuralmente, evitar la sobreregulación en distintos as-
pectos que no deben quedar comprendidos dentro de un código 
procesal penal, sino que su desarrollo ha de ser materia de regula-
ción por las entidades federativas y la federación en su ámbito de 
competencia, a través de otras leyes de tipo orgánico, manuales, 
protocolos, etcétera. 

III. Establecer las formas anticipadas de terminación del pro-
ceso, que en algunos códigos han sido confundidas con formas de 
terminación de la investigación o con procedimientos especiales. 
Además, trata el procedimiento penal ordinario diferenciándolo 
de los procedimientos especiales (abreviado, personas jurídicas, 
acción penal por particulares, asistencia jurídica en materia inter-
nacional).

IV. Cuando intervienen personas con discapacidades, o perte-
necientes a comunidades indígenas, más que seguir procedimien-
tos “especiales”, lo que de alguna manera remite a cierto grado de 
discriminación, lo que opera es hacer ajustes razonables al proce-
dimiento ordinario para que cualquiera que sea la condición de las 
personas tengan acceso a la justicia.

V. Reconocer y reglamentar los servicios previos a juicio, una 
buena práctica que ha sido documentada en algunas entidades fe-
derativas de la República Mexicana que cuentan ya con dichas 
oficinas. Deberán ser instrumentadas en aquellas instituciones 
que permitan generar, entre las partes intervinientes y el público 
en general, una percepción de objetividad, y tendrán como fun-
ción obtener toda la información necesaria que permita hacer una 
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evaluación ponderada del riesgo que el imputado representa en 
términos de probabilidad de fuga, de la afectación de la víctima 
o de la comunidad.

VI. Hacer una regulación de las audiencias de forma tal que 
se respeten todos los principios que son propios del sistema, es 
decir, que se realice en presencia del juez y con la intervención 
de todas las partes. Además, propone que no se reduzcan a meros 
actos protocolarios, sino que en las audiencias se discutan cues-
tiones de fondo y no formales o administrativas.

VII. Respetar el texto constitucional reformado en 2008, 
donde de manera expresa se estipula la nulidad de actos que 
violen derechos fundamentales. Esta norma es de suma impor-
tancia porque no deja lugar a dudas que todo acto, en especial 
las pruebas, debe recabarse respetando siempre los derechos 
fundamentales de las personas.

VIII. Dar un papel de mayor relevancia a la víctima y al ofen-
dido en el proceso penal. Además, se incorporan en el proceso 
figuras como el principio de justicia restaurativa cuyo fin es aten-
der la esencia del conflicto derivado del hecho delictivo, con la 
consecuente participación y satisfacción de las víctimas u ofen-
didos.

IX. Evitar la sobre regulación de las funciones que se recono-
cen al Ministerio Público como acusador. Se confiere a la Policía 
la calidad de sujeto procesal, en el entendido que, su actividad es 
de enorme importancia en el proceso acusatorio y siempre estará 
relacionada con el Ministerio Público, pero obviamente no se le 
reconocen los derechos de una parte procesal.

X. Brindar flexibilidad a la creación de nuevos organismos 
cuando se requiera, al no incluir reglas específicas sobre otros 
actores del proceso penal como son los Servicios Periciales, los 
Servicios Previos al Juicio, los Centros de Justicia Alterna y las 
autoridades penitenciarias. Considera suficiente que en el Código 
se señalen funciones y atribuciones del Estado, para fundamen-
tar la expedición de legislación orgánica que cree órganos ad-
ministrativos ubicados al interior de los distintos operadores del 
sistema de justicia penal (Procuradurías, Tribunales, Defensorías, 
Policías, entre otros). 
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XI. Que la regulación de las medidas cautelares, entre ellas la 
prisión preventiva, sea acorde con los principios constitucionales 
y con los instrumentos internacionales de derechos humanos que 
han sido ratificados por México y que ahora constituyen el bloque 
de regularidad constitucional, en virtud de la reforma de derechos 
humanos publicada en 2011.

Las iniciativas en sus contenidos buscan la aplicación del sis-
tema acusatorio adversarial retomando las buenas prácticas, pero 
también cuidando que contenga las disposiciones necesarias para 
ser funcional de acuerdo con la realidad y necesidades de Mé-
xico. Se enfatizan en estos objetivos ciertas figuras que particu-
larmente benefician en gran medida el sistema de procuración e 
impartición de justicia. De entre estas encontramos las formas 
anticipadas, las salidas alternas y las medidas cautelares. En ge-
neral, buscan ubicar a México a la vanguardia al contar con un 
sistema de justicia penal acorde a estándares internacionales y 
respetuoso de los derechos humanos, un sistema que facilite ma-
yor participación de víctimas u ofendidos en el procedimiento 
penal y respetuoso de la presunción de inocencia de imputados.

III. Los principios rectores como ejes indispensables 
del procedimiento penal único21

Los principios rectores son eje toral en el funcionamiento del 
sistema acusatorio adversarial. Su incumplimiento incluso puede 
ser impugnado a través de los recursos permitidos en el nuevo 
sistema. Estos están contemplados dentro del Código Nacional 
de Procedimientos Penales de México. A partir de su explicación 
se pueden comprender incluso las varias diferencias entre un sis-
tema inquisitivo mixto y uno acusatorio adversarial. Los princi-
pios rectores no son solamente doctrina, estos están contempla-
dos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en gran parte y también en la legislación procedimental de las 

21		  González Obregón, Diana Cristal, op. cit., p. 19.
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diversas entidades federativas en donde se aplica el sistema acu-
satorio adversarial. El Código Nacional de Procedimientos Pena-
les innova y retoma su inclusión de manera amplia y pedagógica, 
dada su gran importancia en el nuevo esquema de justicia. 

Con la reforma constitucional aprobada en junio de 2008 se 
dieron grandes cambios que permitirían la implementación efec-
tiva de un sistema acusatorio. Ahora bien, por la importancia del 
tema que vamos a abordar, es importante detenernos a analizar 
concienzudamente el artículo 20 constitucional.22 

22		  Artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, “El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 
publicidada, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.

A. De los principios generales:
I. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, pro-

teger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen;

II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda de-
legar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual 
deberá realizarse de manera libre y lógica;

III. Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aque-
llas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio. La ley establecerá las 
excepciones y los requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por 
su naturaleza requiera desahogo previo;

IV. El juicio se celebrará ante un juez que no haya conocido del caso pre-
viamente. La presentación de los argumentos y los elementos probatorios se 
desarrollará de manera pública, contradictoria y oral;

V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la par-
te acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad 
procesal para sostener la acusación o la defensa, respectivamente;

VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a proceso con 
cualquiera de las partes sin que esté presente la otra, respetando en todo mo-
mento el principio de contradicción, salvo las excepciones que establece esta 
Constitución;

VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposi-
ción del inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los supuestos 
y bajo las modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la 
autoridad judicial, voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, 
su participación en el delito y existen medios de convicción suficientes para 
corroborar la imputación, el juez citará a audiencia de sentencia. La ley es-
tablecerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acepte su 
responsabilidad; 
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En la nueva redacción del artículo 20 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos contamos con las bases 
para poder tener un sistema acusatorio. Estas bases están contem-
pladas de igual manera en el Código Nacional de Procedimientos 
Penales.23

Es en este artículo constitucional donde se establece clara-
mente que el proceso será acusatorio y oral, es decir, que este se 
regirá por estos principios.

Es importante resaltar el cambio en el objeto del proceso pe-
nal, esto es, esclarecer los hechos, procurar que el culpable no 
quede impune y que los daños causados por el delito sean repara-
dos. Entonces, al hablar del esclarecimiento de los hechos se re-
quiere que el abogado elabore su teoría del caso, antes de buscar 
un culpable. Esta teoría del caso se debe elaborar por medio de 
una investigación seria, científica y detallada, para poder llegar 
al resultado encaminado a que el delito si se cometió no quede 
impune y que el acusado reciba la pena que merece, siempre res-
petando los derechos de ambas partes, como el de presunción 
de inocencia, y procurando dar la solución más conveniente al 
conflicto penal.

VIII. El juez sólo condenará cuando exista convicción de la culpabilidad 
del procesado; 

IX. Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales 
será nula, y regido por principios de publicidad, contradicción, concentración, 
continuidad e inmediación [Este artículo es sumamente importante. Habla no 
solo de principios rectores, sino que también contiene otros aspectos muy re-
levantes que dan un giro total al desarrollo del proceso penal mexicano, como 
hasta ahora se ha venido haciendo].

X. Los principios previstos en este artículo, se observarán también en las 
audiencias preliminares al juicio”.

23		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 40. Característi-
cas y principios rectores. El proceso penal será acusatorio y oral, en él se obser-
varán los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación y aquellos previstos en la Constitución, Tratados y demás leyes.

Este Código y la legislación aplicable establecerán las excepciones a los 
principios antes señalados, de conformidad con lo previsto en la Constitución. 
En todo momento, las autoridades deberán respetar y proteger tanto la dignidad 
de la víctima como la dignidad del imputado”.
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Vale la pena analizar y estudiar el contenido de este artículo a 
cabalidad y también el de los demás artículos de la CPEUM, que 
se han reformado para que los mexicanos podamos implementar 
el sistema acusatorio de manera integral.

Los principios rectores regulan de manera horizontal todas 
las etapas del procedimiento penal acusatorio adversarial. Anali-
cémoslos:24

1. Oralidad

Dentro de estos principios torales encontramos uno funda-
mental, el cual, más que principio, es un instrumento que permite 
actualizar y dar eficacia a los otros.

Oralidad más que un principio en sí, constituye el medio más 
apto para preservar la consecución de determinados fines del 
nuevo proceso, entre otros, la inmediación y publicidad al permi-
tir que los jueces, intervinientes y el público en general, puedan 
por medio de sus sentidos observar cómo aquél se desarrolla.25 

La oralidad es característica de todas las actuaciones en las 
que deban intervenir los sujetos procesales, y de cabal importan-
cia, ya que el nuevo proceso penal cuenta con una metodología 
de audiencias y no con una metodología de expedientes. Por re-
gla general, las decisiones judiciales, y sobre todo si afectan los 
derechos, se adoptan siempre frente a las partes, una vez que se 
ha dado oportunidad de contradecir la prueba y de que estas sean 
escuchadas.

Sin embargo, existe la posibilidad de que el Ministerio Públi-
co solicite, sin presencia del imputado o de su defensor, órdenes 
de aprehensión, cateo, intervención de comunicaciones privadas 
y reserva de actuaciones, entre otras; además, podrá solicitar la 
ejecución de diligencias que requieran de mucho sigilo.

24		  González Obregón, Diana Cristal, op. cit.
25		  Idem.
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Este principio, así como también los de contradicción, con-
centración, continuidad, inmediación y publicidad, no solo los 
encontramos en la redacción del artículo 20 constitucional, sino 
también en la ley secundaria de varios estados de la República 
mexicana que ya han reformado de manera integral sus sistemas 
de justicia, e implementado un sistema acusatorio, como es el 
caso del Código de Procedimientos Penales del Estado de Chi-
huahua (CPPCH), donde también encontramos los principios de 
igualdad e imparcialidad entre las partes, rectores bajo el nuevo 
esquema de justicia penal.

Por ejemplo, en el nuevo Código de Procedimientos Penales 
del Estado de Chihuahua se habla de la “oralidad e inmedia-
ción”, y se menciona: “La audiencia intermedia será dirigida por 
el Juez y se desarrollará oralmente, por lo que las argumentacio-
nes y promociones de las partes nunca serán por escrito”.26

Aunque en todo el procedimiento acusatorio prevalece la ora-
lidad, no significa que desaparezca lo escrito. Más adelante ve-
remos, en la etapa intermedia, cómo esta cuenta con una fase 
escrita y una fase oral.

La acusación constituye la fase escrita que realiza el Ministe-
rio Público. Adicional a esta existen otros elementos que también 
se hacen por escrito. Esto no quiere decir que se permita su lectu-
ra en las audiencias, ya que es a través de la argumentación oral y 
directa, y ante el juez, la única forma de conocer el contenido de 
los escritos. Leer en las audiencias sería un grave error y arrojaría 
resultados contraproducentes.

Tanto el agente del Ministerio Público como el defensor, tie-
nen que elaborar su respectiva teoría del caso desde la etapa de 
investigación. El abogado la puede consultar en las audiencias, 
pero no recurrir a la lectura.27

26		  CPPCH, “Artículo 307. Oralidad e inmediación. La audiencia intermedia 
será dirigida por el Juez y se desarrollará oralmente, por lo que las argumenta-
ciones y promociones de las partes nunca serán por escrito”.

27		  La teoría del caso no se transcribe en ningún papel. De esta, el abogado 
solo puede consultar por escrito los medios de prueba en los que se basa.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 35

Leer solo hará que el abogado pierda el contacto visual, la 
concentración en la teoría del caso y muestre falta de conoci-
miento de la misma.

En el juicio oral, excepcionalmente se admite:

1) Cuando por ejemplo sea el caso de la prueba anticipada, que 
un testigo haya fallecido de manera imprevista o que este no 
comparezca por una causa atribuible al acusado, que se tra-
te de registros donde consten declaraciones de coimputados, 
de acuerdos probatorios, cuando se encuentre en riesgo la 
integridad física o vida de alguno de los testigos, peritos o 
coimputados o la de sus allegados, de acuerdos probatorios, 
cuando el imputado haya rendido su declaración ante el Mi-
nisterio Público o juez antes de la audiencia de juicio oral.

2) La lectura de declaraciones anteriores de testigos e imputa-
dos para refrescar la memoria y evidenciar o superar con-
tradicciones.28

28		  CPPCH, “Artículo 363. Lectura de declaraciones anteriores en la au-
diencia de debate de juicio oral. Podrán introducirse al juicio oral, previa su 
lectura o reproducción, los registros en que constaren anteriores declaraciones 
o informes de testigos, peritos o imputados, cuando:

I. Existan testimonios que se hayan recibido conforme a las reglas de la 
prueba anticipada, sin perjuicio de que las partes exijan la comparecencia per-
sonal del testigo, experto o coimputado, cuando sea posible;

II. El testigo o coimputado haya fallecido, perdido la razón o la capacidad 
para declarar en juicio y, por esa razón, no hubiese sido posible solicitar su 
desahogo anticipado;

III. La no comparecencia de los testigos, peritos o coimputados, fuere atri-
buible al acusado; 

IV. Se trate de registros donde consten declaraciones de coimputados, pres-
tadas de conformidad con las reglas pertinentes ante el Ministerio Público o 
Juzgador;

V. Se trate de registros o dictámenes que todas las partes acuerden incorpo-
rar al juicio, con aprobación del Tribunal.

VI. Se trate de registros donde consten declaraciones de testigos, peritos o 
coimputados, de las cuales por la naturaleza de los hechos a que se refieren, 
pueda inferirse que su comparecencia ante el Juez, pone en riesgo su integridad 
física, su vida, la de su familia o sus allegados;

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO36

3) Para apoyo de memoria de testigos o para evidenciar posi-
bles contradicciones.29 

4) Los casos en el que el tribunal autorice, con acuerdo de las 
partes, leer o reproducir parcial o en forma resumida me-
dios de prueba, como son, por ejemplo, grabaciones, ele-
mentos de prueba electrónicos, etcétera, o en los supuestos 
así establecidos.30

La oralidad, como principio e instrumento indispensable, y 
como medio para la consecución de los otros principios, permite 
la comunicación ágil entre las partes en las diferentes audiencias 
del proceso penal acusatorio.

En el Código Nacional de Procedimientos Penales se contem-
pla también la oralidad. Se enfatiza que las audiencias se desa-

VII. Se trate de registros donde conste la declaración del imputado prestada 
de conformidad con las reglas pertinentes ante el Ministerio Público o Juzgador;

VIII. Los registros donde consten las declaraciones de víctimas u ofendidos, 
rendidas en audiencia de debate de juicio oral, en los supuestos del artículo 334, y

IX. Se trate de registros donde consten declaraciones de testigos, con la 
facultad de abstención en los supuestos del artículo 335”. 

29		  Ibidem, “Artículo 365. Lectura para apoyo de memoria y superación de 
contradicciones en la audiencia de debate de juicio oral. Durante el interrogato-
rio al acusado, testigo o perito, se les podrá leer parte de sus declaraciones ante-
riores o documentos por ellos elaborados, cuando fuere necesario para ayudar a 
la memoria o para demostrar o superar contradicciones, o con el fin de solicitar 
las aclaraciones pertinentes”.

30		  Ibidem, “Artículo 366. Lectura o exhibición de documentos, objetos y 
otros medios. Los documentos serán leídos y exhibidos en el debate, con indi-
cación de su origen. Los objetos que constituyeren evidencia deberán ser exhi-
bidos y podrán ser examinados por las partes. Las grabaciones, los elementos de 
prueba audiovisuales, computacionales o cualquier otro de carácter electrónico, 
apto para producir fe, se reproducirán en la audiencia por cualquier medio idó-
neo para su percepción por los asistentes.

El Tribunal podrá autorizar, con acuerdo de las partes, la lectura o repro-
ducción parcial o resumida de los medios de prueba mencionados o en los su-
puestos a que se refieren los Artículos 352, 363 y 364, cuando ello pareciere 
conveniente y se asegurare el conocimiento de su contenido.

Todos estos medios podrán ser exhibidos al acusado, a los peritos o testigos 
durante sus declaraciones, para complementar su dicho”.
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rrollarán de manera oral, lo que facilita que de manera rápida se 
avance una investigación en la metodología de audiencias del 
sistema acusatorio adversarial. Oralidad no es verbalidad, impli-
ca que las partes comprendan a cabalidad qué argumentos deben 
exponer de su causa en concreto, pero no deben memorizar todo. 
Es por eso que el Código Nacional prevé que las partes se pue-
dan auxiliar de otros documentos o cualquier otro medio, esto 
no significa por supuesto que se sustituya la comunicación oral 
por documentos u otros medios, se debe entender este apoyo 
únicamente para darle más agilidad y exactitud por ejemplo a las 
argumentaciones de las partes.31 

2. Publicidad

Por regla general, todas las audiencias son públicas. Con este 
principio se hace más transparente la actividad procesal y cual-
quier persona puede asistir. La sociedad tiene derecho a ejercer 
control sobre las actuaciones de los sujetos procesales y a tener 
acceso a la justicia. Igualmente, a observar la labor que reali-
zan los jueces, el agente del Ministerio Público y el abogado de-
fensor, quienes tendrán que realizar un excelente trabajo, ya que 
dentro de los asistentes podrían encontrarse familiares o amigos, 
tanto de las víctimas u ofendidos como del imputado. También 

31		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 44. Oralidad de 
las actuaciones procesales. Las audiencias se desarrollarán de forma oral, pu-
diendo auxiliarse las partes con documentos o con cualquier otro medio. En la 
práctica de las actuaciones procesales se utilizarán los medios técnicos disponi-
bles que permitan darle mayor agilidad, exactitud y autenticidad a las mismas, 
sin perjuicio de conservar registro de lo acontecido.

El Órgano jurisdiccional propiciará que las partes se abstengan de leer do-
cumentos completos o apuntes de sus actuaciones que demuestren falta de ar-
gumentación y desconocimiento del asunto. Sólo se podrán leer registros de 
la investigación para apoyo de memoria, así como para demostrar o superar 
contradicciones; la parte interesada en dar lectura a algún documento o registro, 
solicitará al juzgador que presida la audiencia, autorización para proceder a ello 
indicando específicamente el motivo de su solicitud conforme lo establece este 
artículo, sin que ello sea motivo de que se reemplace la argumentación oral”.
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podrían estar presentes los medios de comunicación, sin perjui-
cio de lo dispuesto en la ley.

Al ser las audiencias públicas, existe transparencia, ya que la 
sociedad podrá conocer no solo cómo se desempeñan las partes, 
sino también, cómo se desahogan las pruebas y cómo dictan sen-
tencia los jueces, es decir, podrá conocer la forma como se desa-
rrolla un proceso penal.

La publicidad en las audiencias, como principio rector bajo un 
sistema acusatorio, ayuda a lograr el cambio cultural que Méxi-
co enfrenta, ya que la sociedad al conocer el funcionamiento del 
sistema de impartición y procuración de justicia confiará más en 
este, lo legitimará y se acercará más al mismo.

Cabe mencionar que para que exista la publicidad se debe con-
tar con los espacios propios para que se aplique este principio, 
es decir, tener la estructura y las instalaciones adecuadas para el 
desarrollo de las audiencias del proceso penal, y que en estas se 
lleve un solo caso a la vez, para que de esta manera, los espacios, 
el audio, la atención de los jueces y la labor de las partes, sean 
satisfactorios y brinden una atención digna, pronta y expedita, 
tanto a víctimas u ofendidos como al imputado. “En un sistema 
de investigación garantista, el proceso de ser público y conocido, 
no puede tener ases debajo de la manga, por ello, en el sistema 
acusatorio todo es público”.32

La publicidad es principio rector dentro del procedimiento pe-
nal único. Se busca que a las audiencias acceda el público en ge-
neral, siempre cumpliendo con las formalidades previstas y en 
aquellos casos en donde no exista alguna excepción.33

32		  Urrutia Mejía, Hernando y Cuesta Hoyos, Francisco, Sistema penal acu-
satorio. Audiencias preliminares y juicio oral. Teoría y práctica, Bogotá, Grupo 
Editorial Ibáñez, 2008, t. I.

33		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 50. Principio de 
publicidad. Las audiencias serán públicas, con el fin de que a ellas accedan no 
sólo las partes que intervienen en el procedimiento sino también el público en 
general, con las excepciones previstas en este Código.

Los periodistas y los medios de comunicación podrán acceder al lugar en 
el que se desarrolle la audiencia en los casos y condiciones que determine el 
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Aun cuando la regla general es la publicidad en las audiencias, 
se establecen expresamente en la legislación única los casos de 
excepción.34 Es importante la inclusión anterior para limitar los 
casos en los que se soliciten excepciones, pero también para que 
se cumplan con disposiciones de orden internacional.

Aun con excepciones se privilegia la publicidad, toda vez que 
se establece que una vez desaparecida la excepción se permitirá 
el acceso del público.35

3. Inmediación

Se concibe como lo contrario a la mediatez, es decir, que nadie 
interviene entre quien ofrece la información y quien la recibe, 
por lo que hay un contacto directo entre las partes. Requiere que 
durante todas las audiencias del proceso penal estén presentes de 
manera ininterrumpida todos los que participan.

Órgano jurisdiccional conforme a lo dispuesto por la Constitución, este Código 
y los acuerdos generales que emita el Consejo”.

34		  Ibidem, “Artículo 64. Excepciones al principio de publicidad. El debate 
será público, pero el Órgano jurisdiccional podrá resolver excepcionalmente, 
aun de oficio, que se desarrolle total o parcialmente a puerta cerrada, cuando:

I. Pueda afectar la integridad de alguna de las partes, o de alguna persona 
citada para participar en él;

II. La seguridad pública o la seguridad nacional puedan verse gravemente 
afectadas;

III. Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revela-
ción indebida sea punible;

IV. El Órgano jurisdiccional estime conveniente,
V. Se afecte el Interés Superior del Niño y de la Niña en términos de lo esta-

blecido por los Tratados y las leyes en la materia, o
VI. Esté previsto en este Código o en otra ley.
La resolución que decrete alguna de estas excepciones será fundada y moti-

vada constando en el registro de la audiencia”.
35		  Ibidem, “Artículo 65. Continuación de audiencia pública. Una vez des-

aparecida la causa de excepción prevista en el artículo anterior, se permitirá 
ingresar nuevamente al público y, el juzgador que presida la audiencia de juicio, 
informará brevemente sobre el resultado esencial de los actos desarrollados a 
puerta cerrada”.
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Analicemos los siguientes casos:
Al encontrarse los jueces presentes de manera ininterrumpida 

durante la audiencia, tienen la obligación de decidir de acuerdo 
con las impresiones obtenidas y a los medios de prueba desaho-
gados ante ellos.

Al acusado se le autoriza salir solo después de su declaración 
—actos particulares—.

Si el Ministerio Público no comparece o se aleja sin causa 
justificada —remplazo inmediato—, bajo mecanismos que deter-
mine la Procuraduría General de Justicia del Estado; si no se le 
remplaza en el acto, se tendrá por retirada la acusación.

Si el defensor no comparece, se aleja o abandona la defensa 
—remplazo inmediato—, hasta que se nombre otro defensor.36

A través de la inmediación tampoco puede el órgano jurisdic-
cional delegar funciones para efectos de la admisión, desahogo y 
valoración de los medios de prueba. Quien directamente presen-
cia la audiencia será el que admitirá, ante el cual se desahogarán 
y el que valorará todos y cada uno de los medios de prueba ex-
puestos por las partes en su presencia.37

4. Igualdad entre las partes

Artículo 11. Principio de igualdad entre las partes. Se garanti-
za a las partes, en condiciones de igualdad, el pleno e irrestricto 
ejercicio de los derechos previstos en la Constitución, los trata-
dos y las leyes que de ellos emanen.

36		  González Obregón, Diana Cristal, op. cit.
37		  Código Nacional de Procedimientos, “Artículo 90. Principio de inme-

diación. Toda audiencia se desarrollará íntegramente en presencia del Órgano 
jurisdiccional, así como de las partes que deban de intervenir en la misma, con 
las excepciones previstas en este Código. En ningún caso, el Órgano jurisdic-
cional podrá delegar en persona alguna la admisión, el desahogo o la valoración 
de las pruebas, ni la emisión y explicación de la sentencia respectiva”.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 41

5. Imparcialidad  38

Esta se presenta en el órgano jurisdiccional que interviene en 
el juicio oral, el cual es distinto al que interviene en las etapas 
anteriores del procedimiento. El tribunal resolverá considerando 
la complejidad del caso, las circunstancias del abandono del Mi-
nisterio Público y las posibilidades de aplazamiento.

No debe haber contaminación en los jueces que participan en 
el juicio oral, esto quiere decir, que no deben conocer informa-
ción previa del caso que los pueda hacer prejuzgar, pues se pro-
tege la inmediación en la recepción de la prueba.

Los jueces del juicio oral conocen los hechos del caso y el 
desahogo de las pruebas, por primera vez y hasta la audiencia del 
juicio oral.

6. Concentración 

Por economía procesal este principio permite que se realice el 
mayor número de actos en el menor número de audiencias.

Este tiene como propósito la celeridad procesal, en virtud de 
que su objetivo es que el desahogo de las pruebas, el desarrollo 
del debate y la resolución se emitan en un solo acto. “…todos los 
actos necesarios para concluir el juicio, se realizan en la misma 
audiencia… y cuando se habla de concentración también hace-
mos referencia no sólo al desahogo conjunto, sino a que éste se 
lleve a cabo de preferencia en una sola audiencia (o en varias, a 
criterio del juzgador)…”.39

Este principio se encuentra regulado en el artículo 20 consti-
tucional, e impone la necesidad de que el juicio se realice en pre-
sencia de los que en él intervienen en forma sucesiva y sin perder 

38		  CPPCH, “Artículo 317. Restricción judicial. Los jueces que en el mismo 
asunto hayan intervenido en las etapas anteriores a la del juicio oral, no podrán 
integrar el Tribunal del debate”.

39		  Casanueva Reguart, Sergio E., Juicio oral. Teoría y práctica, 2a. ed., 
México, Porrúa, 2008, p. 82.
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la debida continuidad, ello permite que los actos de apertura, el 
desahogo de las pruebas, los alegatos de clausura se realicen en 
la misma audiencia en que se toma la decisión.

Siendo precisos en la legislación penal única se establece que 
las audiencias se desarrollarán en un mismo día o en días conse-
cutivos.40

7. Continuidad

El principio de continuidad tiene como finalidad que el debate 
no sea interrumpido, es decir, que las audiencias se desarrollen 
en forma constante, pudiendo prolongarse en sesiones sucesivas 
hasta su conclusión.

Este principio surge como un reclamo de la sociedad a una jus-
ticia pronta y expedita, toda vez que en el sistema mixto existían 
periodos prolongados de inactividad procesal, lo que traía como 
consecuencia juicios que llegaban a durar años, provocando con 
ello impunidad.

El principio de continuidad se refiere a la exigencia de que el de-
bate no sea interrumpido, es decir, que la audiencia se desarrolle 
en forma continua, pudiendo prolongarse en sesiones sucesivas 
hasta su conclusión; incluso, la ley define lo que debe entender-
se por sesiones sucesivas, que son aquellas que tiene lugar en 
el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del 
tribunal.41

Si la audiencia de juicio oral se interrumpe, se establece que 
si esta no continúa a más tardar diez días después de ser suspen-

40		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 80. Principio de 
concentración. Las audiencias se desarrollarán preferentemente en un mismo 
día o en días consecutivos hasta su conclusión, en los términos previstos en este 
Código, salvo los casos excepcionales establecidos en este ordenamiento.

Asimismo, las partes podrán solicitar la acumulación de procesos distintos 
en aquellos supuestos previstos en este Código”.

41		  Casanueva Reguart, Sergio E., op. cit., p. 83.
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dida, se considerará interrumpida y tendrá que reiniciarse decla-
rándose nulo lo actuado previamente en esta.42

42		  CPPCH, “Artículo 325. Suspensión. Excepcionalmente, la audiencia de 
debate de juicio oral podrá suspenderse por un plazo máximo de diez días hábi-
les cuando:

I. Se deba resolver una cuestión incidental que no pueda, por su naturaleza, 
resolverse inmediatamente;

II. Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de audiencias, incluso 
cuando una revelación inesperada torne indispensable una investigación suple-
mentaria y no sea posible cumplir los actos en el intervalo de dos sesiones;

III. No comparezcan testigos, peritos o intérpretes, deba practicarse una 
nueva citación y sea imposible o inconveniente continuar el debate hasta que 
ellos comparezcan, incluso coactivamente, por medio de la fuerza pública;

IV. El Juez, algún miembro del Tribunal o el imputado se enfermen a tal 
extremo que no puedan continuar interviniendo en el debate;

V. El defensor, el acusador coadyuvante o su representante, no puedan ser 
reemplazados inmediatamente en el supuesto de la fracción anterior, o en caso 
de muerte o incapacidad permanente.

VI. Si el Ministerio Público lo requiera para variar la acusación con motivo 
de las pruebas desahogadas (sic) y el defensor lo solicite una vez variada la 
acusación, o

VII. Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario tome imposible su con-
tinuación.

El Tribunal verificará la autenticidad de la causal de suspensión invocada, 
pudiendo para el efecto allegarse de los medios de prueba correspondientes, y 
decidirá la suspensión y anunciará el día y la hora en que continuará la audien-
cia; ello valdrá como citación para todas las partes. Antes de comenzar la nueva 
audiencia, quien la presida resumirá brevemente los actos cumplidos con ante-
rioridad. El Juez o los Jueces y el Ministerio Público podrán intervenir en otros 
debates durante el plazo de suspensión, salvo que, tratándose de actuaciones 
colegiadas, el Tribunal decida lo contrario, por resolución fundada, en razón de 
la complejidad del caso.

El Juez o el Presidente del Tribunal, en su caso, ordenará los aplazamientos 
que se requieran, indicando la hora en que continuará el debate. Será conside-
rado un aplazamiento el descanso de fin de semana o el día feriado o de asueto, 
siempre que el debate continúe al día hábil siguiente.

En el caso de la fracción IV, cuando se trate del Juez que actúe unitariamente 
en el Tribunal de Juicio Oral, el administrador del Tribunal notificará tal situa-
ción al Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien proveerá conforme a 
lo dispuesto en los párrafos anteriores”.

CPPCH, “Artículo 326. Interrupción. Si la audiencia de debate de juicio oral 
no se reanuda a más tardar diez días después de la suspensión, se considerará 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO44

Las audiencias se llevarán a cabo de manera continua, sucesi-
va y secuencial.43 

8. Contradicción

A través de este principio se permite depurar toda la informa-
ción que ambas partes incluyen como parte de su investigación en 
la elaboración de sus teorías del caso. Esta depuración se da no 
solo en la etapa del juicio oral, sino desde la primera audiencia en 
las etapas previas al mismo. Inmediatamente después de que se 
manifiesta una de las partes, los jueces, le dan el uso de la palabra 
a la parte contraria, para que conteste o se manifieste también so-
bre lo que acaba de decir la contraparte.

Los objetivos del principio de contradicción son:44

1) Asegurar la calidad de la información que deberá pasar el 
test de poder ser controvertida por la parte contraria; solo 
así se intentará asegurar su verdadero valor “verdad”.

2) Dar oportunidad a la contraparte de hacerse cargo de la prue-
ba desahogada.

3) Dar confianza al tribunal al momento de resolver.

Con este principio hay igualdad entre las partes, porque ante 
cualquier manifestación, se encuentra presente la contraparte, te-
niendo de manera inmediata la oportunidad de controvertir lo di-
cho en presencia de los asistentes a la audiencia.

El principio de contradicción “supone la posibilidad de con-
trovertir la prueba que es presentada por cada una de las par-

interrumpida y deberá ser reiniciada, previa declaración de nulidad de lo actuado 
en ella”.

43		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 70. Principio de 
continuidad. Las audiencias se llevarán a cabo de forma continua, sucesiva y 
secuencial, salvo los casos excepcionales previstos en este Código”.

44		  González Obregón, Diana Cristal, op. cit.
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tes, siendo equivalente, entonces, el principio según el cual 
nadie puede ser condenado sin haber sido oído y vencido en 
juicio”.45

Así, este principio se traduce en la posibilidad de pronunciarse 
frente a los elementos sobre los que se construye la demostración 
de la materialidad del hecho y la imputación de la responsabili-
dad del sindicado, específicamente en lo que atañe con el valor, 
el contenido y los elementos internos y externos del material re-
caudado, para lo cual es necesario que la defensa cuente con un 
término razonable a efectos de preparar los argumentos que habrá 
que oponer a la acusación.46

Cada parte tiene derecho a ofrecer su propia información al 
tribunal; sin embargo, la contraria, a su vez, tiene el derecho a 
controvertir dicha información, lo que por lo general se podrá 
lograr mediante tres mecanismos:47

1) Contrainterrogatorios.48 A través de preguntas cerradas, su-
gestivas y que tienen por objetivo desacreditar el testimonio 
de la persona que ha declarado en un interrogatorio.

45		  Andrade Castro, Jason A. y Córdoba Angulo, Miguel F., Estructura bá-
sica del sistema procesal colombiano, núm. 3, Estudios sobre el sistema penal 
acusatorio, Universidad del Externado de Colombia, 2007, p. 29.

46		  Op. cit., p. 29.
47		  González Obregón, Diana Cristal, op. cit.
48		  CPPCH, “Artículo 362. Métodos de interrogación. En sus interrogato-

rios, las partes que hubieren presentado a un testigo o perito no podrán formular 
sus preguntas de tal manera que ellas sugirieren la respuesta. Durante el contra-
interrogatorio, las partes podrán confrontar al perito o testigo con sus propios 
dichos u otras versiones de los hechos presentados en el juicio.

En ningún caso se admitirán preguntas engañosas, ambiguas o aquellas que 
incluyan más de un solo hecho, así como aquéllas destinadas a coaccionar ile-
gítimamente al testigo o perito, ni las que fueren formuladas en términos poco 
claros para ellos. Estas normas se aplicarán al acusado cuando se allanare a 
prestar declaración. Las decisiones del Tribunal al respecto no admitirán recur-
so alguno”.
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2) Lectura para superación de contradicciones en la audiencia 
de juicio oral.49

3) Prueba sobre prueba.50

Contemplado en el Código Nacional de Procedimientos Pena-
les, este principio permite refutar cualquier manifestación de la 
contraparte.51

9. Otros principios

Existen otros principios contemplados en la legislación pro-
cesal de entidades federativas que aplican el sistema acusatorio 
adversarial. Aprendiendo de la experiencia nacional, el Código 
Nacional de Procedimientos Penales contempla otros principios 
rectores también del nuevo sistema.

49		  Ibidem, “Artículo 365. Lectura para apoyo de memoria y superación de 
contradicciones en la audiencia de debate de juicio oral. Durante el interrogato-
rio al acusado, testigo o perito, se les podrá leer parte de sus declaraciones ante-
riores o documentos por ellos elaborados, cuando fuere necesario para ayudar a 
la memoria o para demostrar o superar contradicciones, o con el fin de solicitar 
las aclaraciones pertinentes”.

50		  Ibidem, “Artículo 368. Prueba superveniente. El Tribunal podrá ordenar 
la recepción de pruebas sobre hechos supervenientes o de las que no fueron 
ofrecidas oportunamente por alguna de las partes, cuando justificare no haber 
sabido de su existencia.

Si con ocasión de la rendición de una prueba surgiere una controversia rela-
cionada exclusivamente con su veracidad, autenticidad o integridad, el Tribunal 
podrá autorizar la presentación de nuevas pruebas destinadas a esclarecer esos 
puntos, aunque ellas no hubieren sido ofrecidas oportunamente y siempre que 
no hubiere sido posible prever su necesidad.

En ambos casos, el medio de prueba debe ser ofrecido antes de que se cierre 
el debate y el juez deberá salvaguardar la oportunidad de la contraparte del 
oferente de la prueba superveniente, para preparar los contrainterrogatorios de 
testigos o peritos, según sea el caso, y para ofrecer la práctica de diversas prue-
bas encaminadas a controvertir la superveniente”.

51		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 60. Principio de 
contradicción. Las partes podrán conocer, controvertir o confrontar los medios 
de prueba, así como oponerse a las peticiones y alegatos de la otra parte, salvo 
lo previsto en este Código”.
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Por ejemplo, hay igualdad entre las partes en un proceso penal 
acusatorio integral, porque al hablar de una metodología de au-
diencias, ambas partes tienen conocimiento de todo lo investiga-
do, lo cual les permite estar preparados para controvertir lo dicho 
por su contrario en cada audiencia.52

Una de las obligaciones del tribunal antes de tomar una reso-
lución, es escuchar a las partes y también dar el uso de la pala-
bra a la contraparte para que se manifieste sobre lo que acaba de 
mencionar su oponente. Esto permite una depuración de informa-
ción desde el mismo momento en que se enuncia, existiendo una 
verdadera igualdad entre las partes, porque es en ese momento 
cuando la contraparte contesta o se manifiesta ante la informa-
ción hecha por la otra. “La materialización de este principio, la 
igualdad, no sólo se realiza brindando identidad de oportunida-
des a las partes a fin de equilibrar el proceso, o de los elementos 
de prueba, sino también identidad en la aplicación de la ley, ga-
rantizando certeza en la aplicación del derecho”.53

Gracias a este principio no se admite discriminación alguna y 
asegura que todas las personas reciban el mismo trato.54 Este pre-
cepto, de igual manera, está contemplado en el Código Nacional 
de Procedimientos Penales.

52		  González Obregón, Diana Cristal, op. cit.
53		  Casanueva Reguart, Sergio E., op. cit., pp. 87 y 88.
54		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 10. Principio de 

igualdad ante la ley. Todas las personas que intervengan en el procedimiento 
penal recibirán el mismo trato y tendrán las mismas oportunidades para soste-
ner la acusación o la defensa.

No se admitirá discriminación motivada por origen étnico o nacional, géne-
ro, edad, discapacidad, condición social, condición de salud, religión, opinión, 
preferencia sexual, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de 
las personas. Las autoridades velarán por que las personas en las condiciones o 
circunstancias señaladas en el párrafo anterior, sean atendidas a fin de garanti-
zar la igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio de sus derechos. En el 
caso de las personas con discapacidad, deberán preverse ajustes razonables al 
procedimiento cuando se requiera”.
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Se debe respetar siempre la presunción de una persona en tan-
to no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida 
por el órgano jurisdiccional.55

Tampoco se puede condenar a una pena sin haberse seguido 
un proceso sustanciado de manera imparcial y con apego estricto 
a la ley.56

Toda persona condenada, absuelta o cuyo proceso haya sido 
sobreseído, no podrá ser sometida a otro proceso penal por los 
mismos hechos.57

IV. El procedimiento penal único

En la experiencia nacional se contempla un procedimiento pe-
nal cuyas características son las siguientes:

A) Contempla un avance metodológico a través de audiencias.
B) Prevé que se apliquen en todo momento los principios rec-

tores, de entre los que destaca la inmediación, la concentra-
ción y la oralidad para dar mayor rapidez a su avance.

C) Es flexible, toda vez que no hay una sola dirección para 
poner fin al conflicto penal y no requiere de trámites engo-
rrosos administrativos para cambiar de dirección cuando así 
lo estiman las partes y se les autoriza.

55		  Ibidem, “Artículo 13. Principio de presunción de inocencia. Toda perso-
na se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedi-
miento, mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida 
por el Órgano jurisdiccional, en los términos señalados en este Código”.

56		  Ibidem, “Artículo 12. Principio de juicio previo y debido proceso. Nin-
guna persona podrá ser condenada a una pena ni sometida a una medida de 
seguridad, sino en virtud de resolución dictada por un Órgano jurisdiccional 
previamente establecido, conforme a leyes expedidas con anterioridad al hecho, 
en un proceso sustanciado de manera imparcial y con apego estricto a los dere-
chos humanos previstos en la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos 
emanen”.

57		  Ibidem, “Artículo 14. Principio de prohibición de doble enjuiciamiento. 
La persona condenada, absuelta o cuyo proceso haya sido sobreseído, no podrá 
ser sometida a otro proceso penal por los mismos hechos”.
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D) Contempla un gran mapeo de formas para poner fin el con-
flicto penal.

Entre otras características, en la experiencia nacional el pro-
cedimiento penal acusatorio adversarial que se aplica ha dado 
sus frutos. Por ejemplo, Baja California, cuya experiencia es re-
ferente a nivel nacional, aportó varios datos satisfactorios.

En entrevista con varios operadores de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia de la entidad, nos comentaron los siguientes 
logros:

A) Justicia transparente (audiencias públicas al 100%, cerca de 
1,500 audiencias orales, más de 5,000 personas asistieron a 
las distintas audiencias).

B) Justicia pronta y expedita (en menos de un año se dictaron 
200 sentencias condenatorias, hubo 120 procedimientos 
abreviados y 8 juicios orales).

C) Calidad en la investigación (más del 95% de las investiga-
ciones que se llevan ante el juez se vinculan a proceso, en 
los 8 juicios orales que se celebraron solo se obtuvieron 
sentencias condenatorias).

D) Justicia con enfoque restaurativo (más de 612 soluciones 
alternas ante el Ministerio Público o juez, en 2012 más de 
12 millones de pesos y más de 100 mil dólares se obtuvie-
ron como reparación del daño a víctimas).

Con disposiciones adecuadas en su legislación procesal, entre 
otros esfuerzos, es que se pueden obtener datos así. Por ejemplo, 
se privilegia en el Código de Procedimientos Penales para Baja 
California que todos los planteamientos peticiones se deben ha-
cer en audiencia.58 Se privilegia la oralidad, la inmediación y la 
concentración.

58		  Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California, 
“Artículo 36. Resolución de peticiones o planteamientos de las partes. Todas 
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El Estado de México es otro ejemplo en donde inclusive de 
manera expresa se establece que las pretensiones, argumentacio-
nes y pruebas se deben hacer de manera oral ante el juez en el 
desarrollo del proceso.59

El procedimiento penal acusatorio adversarial tiene la siguien-
te estructura:60

las peticiones o planteamientos de las partes que, por su naturaleza o importan-
cia, deban ser debatidas, requieran desahogo de prueba o cuando así lo disponga 
esta Ley expresamente, se resolverán en audiencia, salvo los casos en que se 
autorice resolver por escrito.

La prueba deberá ofrecerse al solicitarse la celebración de la audiencia, o en 
su caso, antes de que se lleve a cabo la misma.

Las cuestiones debatidas en una audiencia deberán ser resueltas en ella”.
59		  Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, “Tipo de 

Proceso. Artículo 2. A fin de garantizar el respeto a los principios procesales 
contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
los tratados Internacionales celebrados y en este código, el proceso penal será 
de tipo acusatorio, adversarial y oral:

a) Acusatorio en tanto quien sostenga la acusación tendrá la carga de deter-
minar el hecho típico, y probar los hechos que acrediten la responsabilidad 
penal de las personas, sin que los tribunales puedan asumir ni rebasar los 
términos de la acusación, preservándose en todo momento la distinción entre 
las funciones propias de la acusación, de la defensa y del juez o tribunal de 
juicio oral.

b) Adversarial en tanto implica una contienda entre partes en situación de 
igualdad procesal sometidas a la jurisdicción.

c) Oral en tanto las pretensiones, argumentaciones y pruebas en el desa-
rrollo del proceso se deben plantear, introducir y desahogar en forma oral 
ante el juez o tribunal, bajo los principios de inmediación y contradicción, sin 
perjuicio de que la legislación pueda establecer casos en que los incidentes, 
recursos y cualquier otras solicitudes de trámite se formulen por escrito o 
por cualquier otro medio. La acusación y la sentencia siempre tendrán que 
asentarse por escrito.

Salvo en los casos expresamente señalados en este código, las sentencias 
sólo podrán sustentarse con el material probatorio introducido al juicio bajo 
estas condiciones”.

60		  Elaborado por Diana Cristal González Obregón.
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61Procedimiento penal acusatorio62

Etapa de investigación Etapa intermedia Etapa de juicio oral

Las partes elaboran su 
teoría del caso61

Se obtienen medios de 
prueba

(dato de prueba)
Imputado

Avance ante el Ministerio 
Público

 

Avance ante el juez de 
control de legalidad:
Control de la detención 
(caso urgente y flagran-
cia)

 

Formulación de la impu-
tación

 

Vinculación a proceso

 

Medidas cautelares

 

Las partes depuran su teo- 
ría del caso
Se admiten medios de 
prueba

(dato de prueba)
Acusado

Fase escrita ( acusación)

 

Fase oral (audiencia inter- 
media o de preparación a 
juicio oral)

 

Auto de apertura a juicio 
oral

 

Las partes desahogan su 
teoría del caso
Se desahogan e incorpo-
ran medios de prueba = 
pruebas
(dato de prueba)62

Acusado, al terminar eta-
pa es sentenciado.
Audiencia de juicio oral

 

Audiencia de individua-
lización de la pena y de 
reparación del daño

 

Lectura de sentencia

61		  La teoría del caso es la versión explicativa de los hechos, apoyados en 
medios de prueba y que actualizan un fundamento jurídico (Diana Cristal Gon-
zález Obregón).

62		 Se aprecia el dato de prueba en las tres etapas, puesto que este es el con-
tenido o la información que arroja el medio de prueba. El medio de prueba es el 
instrumento que contiene el dato de prueba y el medio de prueba desahogado e 
incorporado se entiende como prueba (Diana Cristal González Obregón).
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Etapa de investigación Etapa intermedia Etapa de juicio oral

Plazo para el cierre de la 
investigación

 

Cierre de la investiga-
ción y esta se direcciona
Juez de garantía/control 
de legalidad

 

Ante juez de control de 
legalidad

El esquema anterior pareciera sencillo, pero no es la misma 
estructura pedagógica que utilizan las entidades federativas ni es 
el mismo diseño en su legislación procedimental. En algunos esta-
dos dividen el procedimiento en cuatro etapas (etapa de investiga-
ción, etapa intermedia, etapa de juicio oral, etapa de ejecución), 
en otros en cinco etapas (etapa de investigación, etapa intermedia, 
etapa de juicio oral, etapa de ejecución, recursos).

En algunos casos se considera la acusación parte de la etapa de 
investigación, y en otros se considera parte de la etapa intermedia.

En ciertos lugares se lleva a cabo la audiencia de juicio oral y 
posteriormente la de individualización de la pena y de reparación 
del daño, y en otros en la misma audiencia de juicio oral se llevaba 
a cabo la individualización de la pena y de reparación del daño.

En cuanto a conceptos como parte del procedimiento, no ha-
bía claridad en cuanto al significado de dato de prueba, medio de 
prueba y prueba. En muchas ocasiones se retomaba la experiencia 
internacional, pero se dejaba a un lado la realidad distinta jurídica 
de nuestro país. Durango es una entidad ejemplar, entre otras co-
sas, en la claridad en la explicación de estos conceptos tan impor-
tantes en materia probatoria en el nuevo procedimiento penal.63

63		  Código Procesal Penal del Estado de Durango, “Artículo 255. Definición 
de dato de prueba, medio de prueba y prueba. Reglas de admisión. Dato de 
prueba es la referencia al contenido de un determinado medio de prueba aún 
no desahogado ante el juez, que se advierta idóneo, pertinente y, en conjunto 
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Los recursos no son los mismos contenidos en la experiencia 
nacional en el sistema acusatorio adversarial. 

Si bien es cierto la experiencia nacional es exitosa, no había 
uniformidad en el diseño del desarrollo del nuevo procedimien-
to, en los conceptos de figuras de gran importancia ni la delimi-
tación del inicio del proceso, el ejercicio de la acción penal, la 
división del procedimiento, entre otros aspectos. 

En la práctica lo anterior causaba confusión, toda vez que la 
interpretación de conceptos y figuras era distinta de un lugar a 
otro; las limitaciones o restricciones, así como los requisitos para 
acceder a formas anticipadas para poner fin al conflicto penal, las 
salidas alternas y los criterios de oportunidad también. Aunque 
con aplicación exitosa del sistema, necesitábamos una homolo-
gación de criterios, ponernos de acuerdo (siempre aprendiendo 
de la experiencia nacional e internacional) sobre el desarrollo del 
procedimiento penal acusatorio adversarial.

En el análisis de las diferentes iniciativas presentadas, nos perca-
tamos los consejeros técnicos del Senado que no había al parecer un 
artículo introductorio que explicara cómo se desarrolla el nuevo pro-
cedimiento; cuándo se considera que se ejerce acción penal; cómo 

con otros, suficiente, para establecer razonablemente la existencia de un hecho 
delictivo y la probable participación del imputado.

Medios o elementos de prueba son toda fuente de información que permite 
reconstruir los hechos, respetando las formalidades procedimentales previstas 
para cada uno de ellos.

Se denomina prueba todo conocimiento cierto o probable sobre un hecho, 
que ingresando al proceso como medio de prueba en una audiencia y desaho-
gada bajo los principios de inmediación y contradicción, sirve al juez como 
elemento de juicio para llegar a una conclusión cierta.

Sólo se pueden utilizar, para fundar la decisión que el tribunal competente 
debe dictar, las pruebas desahogadas en una audiencia de las previstas en este 
Código, salvo las excepciones advertidas en la presente ley.

Para ser admisibles los datos o medios de prueba deberán ser pertinentes, es 
decir, referirse directa o indirectamente al objeto de la investigación y deberán 
ser útiles para esclarecer los hechos.

Los tribunales podrán limitar los datos o medios de prueba ofrecidos para 
demostrar un hecho o una circunstancia, cuando resulten manifiestamente im-
pertinentes”.
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se dividen las etapas del procedimiento, qué audiencias se llevan a 
cabo, qué requisitos son suficientes para vincular a proceso a un im-
putado, cuándo inicia el proceso, en qué casos se debe limitar la ac-
ción penal por particular; estos y otros temas parecían ser explicados 
de diversas maneras, pero no se lograban unificar criterios. 

El Código Nacional de Procedimientos Penales busca ser claro 
y pedagógico en sus contenidos. Se consideró necesario incluir 
en este caso un artículo que retomara todos estos conceptos, y 
de manera clara y precisa estableciera el desarrollo del procedi-
miento penal acusatorio adversarial.64 

Así se contempla la nueva estructura del procedimiento penal 
acusatorio adversarial en el Código Nacional de Procedimientos 
Penales:

Esquema del procedimiento penal acusatorio 
adversarial del Código Nacional de Procedimientos 

Penales para México65

Etapa de investigación
Juez de control de legalidad

Etapa intermedia
Juez de control de legalidad

Etapa de juicio oral
Tribunal de Enjuiciamiento

•	 Fase de investigación ini-
cial (presentación de la 
denuncia, querella u otro 
requisito equivalente —el 
imputado queda a dispo-
sición del juez de control 
para la formulación de la 
imputación—).

•	 Fase escrita: acusación.
•	 Fase oral: audiencia inter-

media.
•	 Auto de apertura a juicio 

oral.

•	 Comprende desde que se 
recibe el auto de apertura 
a juicio hasta la sentencia 
emitida por el Tribunal de 
Enjuiciamiento.

•	 Audiencia de juicio oral.

64		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legis-
lativos…, cit., “Entre las consecuencias más importantes de este método de 
construcción legislativo estuvo la de distinguir entre proceso y procedimiento 
penal dentro del Código Nacional de Procedimientos Penales. Lo anterior, a fin 
de separar las etapas procesales entre aquellas que se rigen por los principios 
constitucionales establecidos en el artículo 20 constitucional y aquellas que 
pertenecen a la fase de investigación inicial”.

65		  Elaborado por Diana Cristal González Obregón.
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•	 Fase de investigación com-
plementaria, que compren-
de desde la formulación de 
la imputación y se agota 
una vez que se haya cerrado 
la investigación.

Artículo 211. Etapas del procedimiento penal
El procedimiento penal comprende las siguientes etapas:
I. La de investigación, que comprende las siguientes fases:

a) Investigación inicial, que comienza con la presentación de 
la denuncia, querella u otro requisito equivalente y con-
cluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de 
control para que se le formule imputación, e

b) Investigación complementaria, que comprende desde la 
formulación de la imputación y se agota una vez que se 
haya cerrado la investigación.

II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende 
desde la formulación de la acusación hasta el auto de apertura del 
juicio, y

III. La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto 
de apertura a juicio hasta la sentencia emitida por el Tribunal de 
enjuiciamiento.

La investigación no se interrumpe ni se suspende durante el 
tiempo en que se lleve a cabo la audiencia inicial hasta su con-
clusión o durante la víspera de la ejecución de una orden de apre-
hensión. El ejercicio de la acción inicia con la solicitud de cita-
torio a audiencia inicial, puesta a disposición del detenido ante la 
autoridad judicial o cuando se solicita la orden de aprehensión o 
comparecencia, con lo cual el Ministerio Público no perderá la 
dirección de la investigación.

El proceso dará inicio con la audiencia inicial, y terminará con 
la sentencia firme.

El Código Nacional de Procedimientos Penales retoma de ma-
nera clara y metodológica las etapas y fases del procedimiento, 
nos indica cuando inicia el proceso y cuando termina, así como 
cuando no se interrumpe ni suspende la investigación. Esto es una 
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innovación, puesto que ningún código a nivel nacional lo incluye 
y es gracias a la experiencia de los estados, en donde está vigente 
el nuevo sistema, que se pudo elaborar este valioso artículo que 
de manera pedagógica explica a los lectores el avance de la inves-
tigación.

La investigación indica que la legislación única tiene por ob-
jeto que el Ministerio Público reúna indicios para el esclareci-
miento de los hechos y también los datos de prueba cuando sea 
necesario para sustentar el ejercicio de la acción penal.66

Analicemos ahora la metodología de audiencias del sistema 
acusatorio adversarial. En la experiencia nacional en muchos es-
tados se contemplan, incluso en su diseño legislativo, la audien-
cia de control de la detención (caso flagrancia y caso urgente),67 

66		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 213. Objeto de la 
investigación. La investigación tiene por objeto que el Ministerio Público reúna 
indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba 
para sustentar el ejercicio de la acción penal, la acusación contra el imputado y 
la reparación del daño”.

67		  Código Procesal Penal del Estado de Durango, “Artículo 179. Audiencia 
de Control de Detención. Inmediatamente después de que el imputado detenido 
en flagrancia o caso urgente sea puesto a disposición del Juez de Control, éste 
deberá convocar a una audiencia en la que le informará de sus derechos consti-
tucionales y legales si no se le informó de los mismos con anterioridad. El juez 
procederá a calificar la detención y la ratificará si fuere procedente, en caso 
contrario, decretará la libertad con las reservas de ley. Si se ordena la libertad 
del imputado y el Ministerio Público desea formularle imputación, ésta deberá 
llevarse a cabo en audiencia diversa.

Para el caso del nombramiento de nuevo defensor, el Juez de Control pro-
veerá lo relativo a que se informe del contenido de la carpeta de investigación. 
Procederá a llevar a cabo la audiencia de formulación de imputación y se le 
concederá la oportunidad de impugnar la legalidad de la detención, solamente 
en caso de que no haya existido debate sobre dicho tema.

Si no la convalida, dispondrá de inmediato la libertad del imputado. Previa-
mente le solicitará que señale domicilio donde pueda ser localizado y deberá 
designar defensor. Y a solicitud del Ministerio Público lo convocará para que 
asista a la audiencia de formulación de imputación.

A la audiencia de control de detención deberá concurrir el Ministerio Públi-
co, quien justificará ante el juez los motivos de la detención; su ausencia dará 
lugar a la liberación del detenido si ya se agotó el término de las cuarenta y 
ocho horas.
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audiencia de formulación de la imputación,68 audiencia de vin-
culación a proceso,69 solicitud de medidas cautelares, y solicitud 
del plazo para el cierre de la investigación.

Existen otros códigos procesales en el nuevo sistema en la ex-
periencia nacional en los que se establece una audiencia inicial. 

En otros países se establece también una audiencia inicial. Sin 
embargo, el caso de México tiene una realidad y tradición jurídica 
distinta. Por ejemplo, si una detención se califica de ilegal, la per-
sona detenida queda en inmediata libertad y no tiene obligación 
de permanecer ante el juez y las partes para que se continúe el de-
sarrollo de otros actos puesto que se ha determinado ante el juez 
que su detención fue violatoria de derechos. Otro ejemplo consis-
te en que posterior a que se califique de legal la detención, esta se 

Cuando el imputado ha sido aprehendido después de habérsele formulado 
la imputación, por haber incumplido con las obligaciones a su cargo y ha sido 
puesto a disposición del juez, éste convocará inmediatamente a una audiencia 
en la que, a solicitud del Ministerio Público, podrá revocar, modificar o sustituir 
la medida cautelar decretada con anterioridad”.

68		  Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, “Solicitud 
de audiencia para la formulación de la imputación. Artículo 290. Si el minis-
terio público desea formular imputación a una persona que no se encuentre 
detenida, solicitará al juez de control la celebración de una audiencia, mencio-
nando su identidad, la de su defensor si lo hubiese designado, la indicación del 
delito que se le atribuya, la fecha, lugar y modo de su comisión y la forma de su 
intervención.

A esta audiencia se citará al indiciado, a quien se indicará que deberá com-
parecer acompañado de su defensor, con el apercibimiento de que, en caso de 
no hacerlo, se ordenará su aprehensión o comparecencia según corresponda”.

69		  Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California, 
“Artículo 284. Audiencia de vinculación a proceso. La audiencia de vinculación 
a proceso a que se refiere el último párrafo del artículo anterior iniciará, en su 
caso, con el desahogo de los medios de prueba que el imputado hubiese ofreci-
do o presentado en la misma. Para tal efecto, se seguirán en lo conducente las 
reglas previstas para el desahogo de pruebas en la audiencia de debate de juicio 
oral. Desahogada la prueba, si la hubo, se le concederá la palabra en primer 
término al Ministerio Público y luego al imputado. Agotado el debate, el Juez 
resolverá sobre la vinculación o no del imputado a proceso.

En casos de extrema complejidad, el Juez podrá decretar un receso que no 
podrá exceder de dos horas, antes de resolver sobre la vinculación o no del 
imputado a proceso”.
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califica de legal y se formula imputación, el agente del Ministerio 
Público solicita que se lleve a cabo la vinculación a proceso, pero 
la defensa hace valer el derecho que tiene de que dentro de las 72 
horas o su duplicidad se lleve a cabo la audiencia de vinculación 
a proceso. Esto atendiendo al marco constitucional característico 
de nuestro país y que no se contempla en otros países en donde 
se hace referencia a una audiencia inicial. En este segundo ejem-
plo, el juez tiene que citar a las partes posteriormente y dentro del 
tiempo al cual se acogió el imputado para que entonces en ese día 
y fecha sí se lleve a cabo la audiencia de vinculación a proceso. 
Debido a lo anterior, entre otras razones, es que en varios estados 
contemplan individualizadamente las audiencias.

En cualquiera de estas experiencias, sin embargo, lo impor-
tante es establecer que finalmente ambas experiencias explican 
el avance de la investigación y que en esta se siguen siempre 
estos actos; se avanza siempre y cuando las partes realicen cada 
solicitud al tribunal, se cumplan los requisitos para avanzar y el 
tribunal lo autorice.

El Código Nacional de Procedimientos Penales establece la au-
diencia inicial para explicar este avance metodológico de la inves-
tigación. Así, se establece que en la audiencia inicial se le infor-
marán al imputado sus derechos constitucionales y legales, de no 
habérselos hechos de su conocimiento anteriormente, se realizará 
el control de la detención, se formulará la imputación, tendrá la 
oportunidad el imputado de declarar, si decide hacerlo, se podrá 
hacer la solicitud de vinculación a proceso y medidas cautelares y 
se definirá el plazo para el cierre de la investigación.70 

70		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 307. Audiencia 
inicial. En la audiencia inicial se informarán al imputado sus derechos cons-
titucionales y legales, si no se le hubiese informado de los mismos con ante-
rioridad, se realizará el control de legalidad de la detención si correspondiere, 
se formulará la imputación, se dará la oportunidad de declarar al imputado, se 
resolverá sobre las solicitudes de vinculación a proceso y medidas cautelares y 
se definirá el plazo para el cierre de la investigación.

En caso de que el Ministerio Público solicite la procedencia de prisión pre-
ventiva dicha cuestión deberá ser resuelta antes de que se dicte el auto de vincu-

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 59

Se establece en esta legislación única la continuidad de la au-
diencia inicial que comenzará con el desahogo de los medios de 
prueba que en su caso hubiere ofrecido el imputado. Posterior al 
desahogo, se dará el uso de la voz a las partes y posteriormente el 
juez resolverá si vincula o no a proceso.71

La etapa intermedia en el caso del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales comprende desde la formulación de la acu-
sación hasta el auto de apertura del juicio. Esta etapa tiene por 
objeto la admisión y el ofrecimiento de los medios de prueba que 
serán desahogados en la etapa de juicio oral.72

Los requisitos del escrito de acusación quedan establecidos en 
la legislación única de la siguiente manera:

1) La individualización del o los acusados y de su defensor;
2) La identificación de la víctima u ofendido y su asesor jurí-

dico;

lación a proceso. A esta audiencia deberá concurrir el Ministerio Público, el im-
putado y su Defensor. La víctima u ofendido o su Asesor jurídico, podrán asistir 
si así lo desean, pero su presencia no será requisito de validez de la audiencia”.

71		  Ibidem, “Artículo 315. Continuación de la audiencia inicial. La conti-
nuación de la audiencia inicial comenzará, en su caso, con el desahogo de los 
medios de prueba que el imputado hubiese ofrecido o presentado en la misma.

Para tal efecto, se seguirán en lo conducente las reglas previstas para el 
desahogo de pruebas en la audiencia de debate de juicio oral. Desahogada la 
prueba, si la hubo, se le concederá la palabra en primer término al Ministerio 
Público y luego al imputado. Agotado el debate, el Juez resolverá sobre la vin-
culación o no del imputado a proceso.

En casos de extrema complejidad, el Juez de control podrá decretar un re-
ceso que no podrá exceder de dos horas, antes de resolver sobre la situación 
jurídica del imputado”.

72		  Ibidem, “Artículo 334. Objeto de la etapa intermedia. La etapa interme-
dia tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de los medios de prueba, así 
como la depuración de los hechos controvertidos que serán materia del juicio.

Esta etapa se compondrá de dos fases, una escrita y otra oral. La fase escrita 
iniciará con el escrito de acusación que formule el Ministerio Público y com-
prenderá todos los actos previos a la celebración de la audiencia intermedia.

La segunda fase dará inicio con la celebración de la audiencia intermedia y 
culminará con el dictado del auto de apertura a juicio”.
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3) La relación clara, precisa, circunstanciada y específica de 
los hechos atribuidos en modo, tiempo y lugar, así como su 
clasificación jurídica;

4) La relación de las modalidades del delito que concurrieren;
5) La autoría o participación concreta que se atribuye al acusado;
6) La expresión de los preceptos legales aplicables;
7) El señalamiento de los medios de prueba que pretenda ofre-

cer, así como la prueba anticipada que se hubiere desahoga-
do en la etapa de investigación;

8) El monto de la reparación del daño y los medios de prueba 
que ofrece para probarlo;

9) La pena o medida de seguridad cuya aplicación se solicita 
incluyendo en su caso la correspondiente al concurso de 
delitos;

10) Los medios de prueba que el Ministerio Público pretenda 
presentar para la individualización de la pena y, en su caso, 
para la procedencia de sustitutivos de la pena de prisión o 
suspensión de la misma;

11) La solicitud de decomiso de los bienes asegurados;
12) La propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, 
13) La solicitud de que se aplique alguna forma de terminación 

anticipada del proceso cuando esta proceda.

Se establece en la legislación única que el escrito de acusación 
solo se puede formular con los hechos y personas señaladas en 
el auto de vinculación a proceso, aunque se efectúe una distinta 
clasificación, la cual deberá hacer del conocimiento de las partes. 

También que si el Ministerio Público o, en su caso, la víctima 
u ofendido ofrecieran como medios de prueba a testigos o peri-
tos, deberán presentar una lista con su debida identificación, con 
datos como: nombre, apellidos, domicilio y modo de localizarlos, 
señalando además los puntos sobre los que versarán los interro-
gatorios.73

73		  Ibidem, “Artículo 335. Contenido de la acusación. Una vez concluida 
la fase de investigación complementaria, si el Ministerio Público estima que la 
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Cabe aclara que en la práctica, aun cuando en la legislación 
única se establecen estos requisitos para la parte acusadora, esto 
no significa que la defensa no lo tenga que hacer, al contrario, 
por igualdad de las partes, si la defensa desea ofrecer medios de 
prueba en la audiencia intermedia, esta debe de igual manera pre-
sentar una lista y cumplir con los requisitos que se le exigen a la 
parte acusadora, respetando los principios rectores.

Una innovación importante del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales es la inclusión del descubrimiento probatorio.74 

investigación aporta elementos para ejercer la acción penal contra el imputado, 
presentará la acusación.

La acusación del Ministerio Público, deberá contener en forma clara y precisa:
I. La individualización del o los acusados y de su Defensor;
II. La identificación de la víctima u ofendido y su Asesor jurídico;
III. La relación clara, precisa, circunstanciada y específica de los hechos 

atribuidos en modo, tiempo y lugar, así como su clasificación jurídica;
IV. La relación de las modalidades del delito que concurrieren;
V. La autoría o participación concreta que se atribuye al acusado;
VI. La expresión de los preceptos legales aplicables;
VII. El señalamiento de los medios de prueba que pretenda ofrecer, así como 

la prueba anticipada que se hubiere desahogado en la etapa de investigación;
VIII. El monto de la reparación del daño y los medios de prueba que ofrece 

para probarlo;
IX. La pena o medida de seguridad cuya aplicación se solicita incluyendo en 

su caso la correspondiente al concurso de delitos;
X. Los medios de prueba que el Ministerio Público pretenda presentar para 

la individualización de la pena y en su caso, para la procedencia de sustitutivos 
de la pena de prisión o suspensión de la misma;

XI. La solicitud de decomiso de los bienes asegurados;
XII. La propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, y
XIII. La solicitud de que se aplique alguna forma de terminación anticipada 

del proceso cuando esta proceda.
La acusación sólo podrá formularse por los hechos y personas señaladas en 

el auto de vinculación a proceso, aunque se efectúe una distinta clasificación, la 
cual deberá hacer del conocimiento de las partes.

Si el Ministerio Público o, en su caso, la víctima u ofendido ofrecieran como 
medios de prueba la declaración de testigos o peritos, deberán presentar una 
lista identificándolos con nombre, apellidos, domicilio y modo de localizarlos, 
señalando además los puntos sobre los que versarán los interrogatorios”.

74		  Ibidem, “Artículo 337. Descubrimiento probatorio. El descubrimiento 
probatorio a cargo del Ministerio Público, consiste en la entrega material a la 
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Esta es una figura muy importante. Se observó en la experiencia 
nacional que dada las disposiciones de los códigos procesales se 
entendía en varios casos que la parte acusadora era la única que 
tenía que dar a conocer sus medios de prueba a la contraparte an-
tes de la audiencia intermedia. Sin embargo, había algunas oca-
siones en las que la defensa en la audiencia intermedia, en donde 
ofrecía sus medios de prueba, era la primera vez que la parte 
acusadora conocía de esos medios de prueba. En el entendido 
que el debate sobre la licitud en su obtención e incorporación así 
como en la relevancia de los medios de prueba se da hasta la au-
diencia intermedia para su admisión y depuración de los que no 
cumplen estos requisitos, prácticamente la víctima u ofendido y 

defensa, de copia de los registros de la investigación, como del acceso que 
debe dar a la defensa respecto de las evidencias materiales recabadas durante la 
investigación. La entrega de las copias solicitadas y el acceso a las evidencias 
materiales referidas, deberá efectuarlo el Ministerio Público inmediatamente 
que le sea solicitado por la defensa. Por su parte, el descubrimiento probatorio 
a cargo de la defensa, consiste en la entrega material al ministerio público de 
copia de los registros con los que cuente y que pretenda ofrecerlos como medios 
de prueba para ser desahogados en juicio. La defensa sólo estará obligada a 
descubrir aquellos medios de prueba que pretenda llevar a juicio como prueba.

Para los efectos de este artículo se entenderá por registros de la investiga-
ción, todos los documentos que integren la carpeta de investigación, así como 
fotografías, videos con o sin audio, grabaciones de voz, informes periciales y 
pruebas periciales que obren en cualquier tipo de soporte o archivo electrónico.

Con el objeto de obtener copia de registros que obren en soportes electróni-
cos, la defensa proporcionará al ministerio público los medios necesarios para 
ello.

Tratándose del acceso a las evidencias materiales que obren en la carpeta 
de investigación, ello implicará el derecho de la defensa de obtener imágenes 
fotografiadas o videofilmadas de las mismas, así como la práctica de pericias 
a cargo de peritos de la defensa, o a petición de la misma si no los hubiere, la 
práctica de pericias a cargo de peritos oficiales sobre dichas evidencias.

El Ministerio Público deberá efectuar en favor de la defensa su descubri-
miento en un plazo de cinco días, contados a partir de que se hubieren satis-
fecho los supuestos previstos en los artículos 333, 334 y 335 primer párrafo 
fracciones I, II y III, segundo y tercer párrafos. Lo anterior sin perjuicio de la 
obligación del Ministerio Público de dar acceso al imputado y su Defensor del 
contenido de la carpeta de investigación cuando así lo soliciten”.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NECESIDAD DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 63

el agente del Ministerio Público quedaban en desigualdad, pues-
to que no podría ejercer el principio de contradicción al no estar 
en igualdad. Es por esto, entre otras razones, que queda plasmado 
atinadamente en el Código Nacional de Procedimientos Penales 
el descubrimiento probatorio, el cual obliga a la defensa a dar a 
conocer a la contraparte sus medios de prueba antes de la audien-
cia intermedia para que ambas partes estén en igualdad y puedan 
ejercer el principio de contradicción en audiencia. En el descu-
brimiento probatorio se especifican también algunos detalles so-
bre cómo se pueden allegar las partes de los registros contenidos 
en las carpetas de investigación.

La etapa de juicio oral es la etapa en donde por primera vez se 
van a desahogar los medios de prueba ante el Tribunal de Juicio 
Oral. Es la etapa de decisión de las cuestiones esenciales del pro-
ceso, como se establece en el Código Nacional de Procedimien-
tos Penales.75

Se establece en el Código Nacional de Procedimientos Pena-
les, la fecha para la celebración de la audiencia de juicio oral.76

75		  Ibidem, “Artículo 348. Juicio. El juicio es la etapa de decisión de las 
cuestiones esenciales del proceso. Se realizará sobre la base de la acusación en 
el que se deberá asegurar la efectiva vigencia de los principios de inmediación, 
publicidad, concentración, igualdad, contradicción y continuidad”.

76		  Ibidem, “Artículo 349. Fecha, lugar, integración y citaciones. En el auto 
de apertura a juicio oral se deberá establecer la fecha para la celebración de la 
audiencia de debate, la que deberá tener lugar no antes de veinte ni después de 
sesenta días naturales contados a partir de su emisión. Se citará oportunamente 
a todas las partes para asistir al debate. El acusado deberá ser citado, por lo 
menos con siete días de anticipación al comienzo de la audiencia”.
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Capítulo segundo

FIGURAS INDISPENSABLES DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES DE MÉXICO

Todo el contenido del Código Nacional de Procedimientos Pena-
les contiene figuras innovadoras y retoma buenas prácticas que 
a nivel nacional aportan los estados de la República en su expe-
riencia en la aplicación del sistema acusatorio. Aprende también 
de aquellas prácticas que los propios estados aportaron y en donde 
sugieren sigilo; el Código Nacional de Procedimientos Penales 
innova estas prácticas para tener un procedimiento más claro, 
metodológico, transparente y eficaz.

Todos los contenidos del Código se escogieron con mucho 
cuidado y después de mucho análisis y debate; analicemos al-
gunos cuyo contenido es de vital importancia para la adecuada 
aplicación del sistema acusatorio adversarial:

A) Las funciones y las obligaciones en el procedimiento penal 
nuevo, tanto de agentes del Ministerio Público como de policías.

En el Código Nacional de Procedimientos Penales podemos 
encontrar la relación tan estrecha que se establece entre las fun-
ciones del agente del Ministerio Público y las policías, lo anterior 
para lograr una investigación que siendo dirigida por el agente 
del Ministerio Público, sea también participativa de la ardua la-
bor tanto de policías como de peritos para la recabación y análisis 
de medios de prueba que servirán, de acuerdo con la estrategia de 
la parte acusadora, para el esclarecimiento de los hechos y base 
de su teoría del caso.

Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público. Para los efec-
tos del presente Código, el Ministerio Público tendrá las siguien-
tes obligaciones:
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I. Vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla 
estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la Cons-
titución y en los Tratados;

II. Recibir las denuncias o querellas que le presenten en for-
ma oral, por escrito o a través de medios digitales, incluso, me-
diante denuncias anónimas, en términos de las disposiciones le-
gales aplicables, sobre hechos que puedan constituir algún delito;

III. Ejercer la conducción y mando de la investigación de los 
delitos, para lo cual deberá coordinar a las Policías y a los peritos 
durante la misma;

IV. Ordenar o supervisar, según sea el caso, la aplicación y 
ejecución de las medidas necesarias para impedir que se pierdan, 
destruyan o alteren los indicios, una vez que tenga noticia del 
mismo, así como cerciorarse de que se han seguido las reglas y 
protocolos para su preservación y procesamiento;

V. Iniciar la investigación correspondiente cuando así proceda 
y, en su caso, ordenar la recolección de indicios y medios de prue-
ba que deberán servir para sus respectivas resoluciones y las del 
Órgano jurisdiccional, así como recabar los elementos necesarios 
que determinen el daño causado por el delito y la cuantificación 
del mismo para los efectos de su reparación;

VI. Ejercer funciones de investigación respecto de los delitos 
en materias concurrentes, cuando ejerza la facultad de atracción 
y en los demás casos que las leyes lo establezcan;

VII. Ordenar a la Policía y a sus auxiliares, en el ámbito de su 
competencia, la práctica de actos de investigación conducentes 
para el esclarecimiento del hecho delictivo, así como analizar las 
que dichas autoridades hubieren practicado;

VIII. Instruir a las Policías sobre la legalidad, pertinencia, su-
ficiencia y contundencia de los indicios recolectados o por reco-
lectar, así como las demás actividades y diligencias que deben ser 
llevadas a cabo dentro de la investigación;

IX. Requerir informes o documentación a otras autoridades y 
a particulares, así como solicitar la práctica de peritajes y diligen-
cias para la obtención de otros medios de prueba;

X. Solicitar al Órgano jurisdiccional la autorización de actos 
de investigación y demás actuaciones que sean necesarias dentro de 
la misma;
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XI. Ordenar la detención y la retención de los imputados cuan-
do resulte procedente en los términos que establece este Código;

XII. Brindar las medidas de seguridad necesarias a efecto de 
garantizar que las víctimas u ofendidos o testigos del delito puedan 
llevar a cabo la identificación del imputado sin riesgo para ellos;

XIII. Determinar el archivo temporal y el no ejercicio de la 
acción penal, así como ejercer la facultad de no investigar en los 
casos autorizados por este Código;

XIV. Decidir la aplicación de criterios de oportunidad en los 
casos previstos en este Código;

XV. Promover las acciones necesarias para que se provea la 
seguridad y proporcionar el auxilio a víctimas, ofendidos, testi-
gos, jueces, magistrados, agentes del Ministerio Público, Policías, 
peritos y, en general, a todos los sujetos que con motivo de su 
intervención en el procedimiento, cuya vida o integridad corporal 
se encuentren en riesgo inminente;

XVI. Ejercer la acción penal cuando proceda;
XVII. Poner a disposición del Órgano jurisdiccional a las per-

sonas detenidas dentro de los plazos establecidos en el presente 
Código;

XVIII. Promover la aplicación de mecanismos alternativos de 
solución de controversias o formas anticipadas de terminación del 
proceso penal, de conformidad con las disposiciones aplicables;

XIX. Solicitar las medidas cautelares aplicables al imputado 
en el proceso, en atención a las disposiciones conducentes y pro-
mover su cumplimiento;

XX. Comunicar al Órgano jurisdiccional y al Imputado los 
hechos así como los datos de prueba que los sustentan, y la fun-
damentación jurídica, atendiendo al objetivo o finalidad de cada 
etapa del procedimiento;

XXI. Solicitar a la autoridad judicial la imposición de las pe-
nas o medidas de seguridad que correspondan;

XXII. Solicitar el pago de la reparación del daño a favor de la 
víctima u ofendido del delito, sin perjuicio de que éstos lo pudie-
ran solicitar directamente;

XXIII. Actuar en estricto apego a los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución, y
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XXIV. Las demás que señale este Código y otras disposiciones 
aplicables.

Respecto a la policía, es factor clave para el éxito de la inves-
tigación que dirige el agente del Ministerio Público. Esta debe 
coordinarse en todo momento con peritos y con el agente del Mi-
nisterio Público para el adecuado avance de la investigación y el 
esclarecimiento de los hechos.

Artículo 132. Obligaciones del Policía. El Policía actuará bajo la 
conducción y mando del Ministerio Público en la investigación 
de los delitos en estricto apego a los principios de legalidad, ob-
jetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución.

Para los efectos del presente Código, el Policía tendrá las si-
guientes obligaciones:

I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan ser consti-
tutivos de delito e informar al Ministerio Público por cualquier 
medio y de forma inmediata de las diligencias practicadas;

II. Recibir denuncias anónimas y cerciorarse de la veracidad 
de los datos aportados en las mismas. Una vez confirmada la in-
formación contenida en la denuncia, deberá comunicarlo al Mi-
nisterio Público;

III. Realizar detenciones en los casos que autoriza la Constitución, 
haciendo saber a la persona detenida los derechos que ésta le otorga;

IV. Impedir que se consumen los delitos o que los hechos pro-
duzcan consecuencias ulteriores. Especialmente estará obligada a 
realizar todos los actos necesarios para evitar una agresión real, 
actual o inminente y sin derecho en protección de bienes jurídicos 
de los gobernados a quienes tiene la obligación de proteger;

V. Recolectar y resguardar objetos relacionados con la investi-
gación de los delitos; 

VI. Actuar bajo el mando del Ministerio Público en el asegura-
miento de bienes relacionados con la investigación de los delitos;

VII. Informar sin dilación por cualquier medio al Ministerio 
Público sobre la detención de cualquier persona, e inscribir inme-
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diatamente las detenciones en el registro que al efecto establezcan 
las disposiciones aplicables;

VIII. Practicar las inspecciones y otros actos de investigación, 
así como reportar sus resultados al Ministerio Público. En aque-
llos que se requiera autorización judicial, deberá solicitarla a tra-
vés del Ministerio Público;

IX. Preservar el lugar de los hechos o del hallazgo y en ge-
neral, realizar todos los actos necesarios para garantizar la inte-
gridad de los indicios. En su caso deberá dar aviso a la Policía 
con capacidades para procesar la escena del hecho y al Ministerio 
Público conforme a las disposiciones previstas en este Código y 
en la legislación aplicable;

X. Entrevistar a las personas que pudieran aportar algún dato o 
elemento para la investigación;

XI. Requerir a las autoridades competentes y solicitar a las 
personas físicas o morales, informes y documentos para fines de 
la investigación. En caso de negativa, informará al Ministerio Pú-
blico para que determine lo conducente;

XII. Proporcionar atención a víctimas u ofendidos o testigos 
del delito. Para tal efecto, deberá:

a) Prestar protección y auxilio inmediato, de conformidad con 
las disposiciones aplicables;

b) Informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en 
su favor se establecen;

c) Procurar que reciban atención médica y psicológica cuando 
sea necesaria, y

d) Adoptar las medidas que se consideren necesarias, en el 
ámbito de su competencia, tendientes a evitar que se ponga 
en peligro su integridad física y psicológica.

XIII. Dar cumplimiento a los mandamientos ministeriales y 
jurisdiccionales que les sean instruidos;

XIV. Emitir el informe policial y demás documentos, de con-
formidad con las disposiciones aplicables. Para tal efecto se podrá 
apoyar en los conocimientos que resulten necesarios, sin que ello 
tenga el carácter de informes periciales, y

XV. Las demás que le confieran este Código y otras disposi-
ciones aplicables.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO70

Estas funciones y obligaciones tienen como objetivo realizar 
un avance coordinando en la investigación de un caso penal en 
particular que permita a la policía la mejor y mayor obtención de 
indicios y al Ministerio Público un adecuado direccionamiento 
de esta investigación hacia la mejor alternativa para poner fin a 
un conflicto penal.

B) Las formas anticipadas77 y las salidas alternas78 dentro del 
nuevo esquema de justicia. El juicio oral constituye la última al-
ternativa que tienen las partes para poner fin al conflicto penal. De 
esta manera, el descongestionamiento que en el procedimiento se 
pueda obtener producto de la aplicación de formas anticipadas,79 
como es el procedimiento abreviado80 y de salidas alternas como 

77		  Ibidem, “Artículo 424. Formas de terminación anticipada. Durante el 
proceso, para determinar la responsabilidad penal de la persona jurídica, se 
podrán aplicar las formas anticipadas de terminación del proceso y en lo condu-
cente, los procedimientos especiales previstos en este Código”.

78		  Ibidem, “Soluciones alternas y formas de terminación antici-
pada. Artículo 184. Soluciones alternas. Son formas de solución alterna del 
procedimiento:

I. El acuerdo reparatorio; y
II. La suspensión condicional del proceso”.
79		  Los criterios de oportunidad constituyen una forma accesible dentro del 

procedimiento penal acusatorio adversarial para evitar que todos los asuntos de 
los que se tiene conocimiento en una Unidad de Atención Temprana por ejemplo, 
avancen y se tengan forzosamente que resolver en juicio oral. Se contribuye a 
descongestionar el sistema y se brinda otra forma para resolver un conflicto penal.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislati-
vos…, cit., p. 145, “Sobre los criterios de oportunidad. La aplicación de este 
principio implica un verdadero cambio de paradigma.

Significa dejar atrás la institución de la estricta legalidad y replantear el con-
cepto de justicia. Los criterios de oportunidad consisten en acotados márgenes 
de discrecionalidad —ya no de arbitrariedad— a través del cual el Ministerio 
Público podrá ejecutar la política criminal del Estado mexicano. Estos criterios, 
tal como fueron planteados en el Proyecto, no representan, en ningún caso, 
mecanismos de despresurización del sistema de justicia penal”.

80		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 202. Oportuni-
dad. El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del procedimiento abre-
viado después de que se dicte el auto de vinculación a proceso y hasta antes de 
la emisión del auto de apertura a juicio oral.
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son la mediación, la conciliación o la suspensión del proceso a 
prueba, permitirá que los conflictos penales se resuelvan de ma-
nera más rápida y con más alternativas para las partes.

C) La acción penal por particular.81 El nuevo esquema de justi-
cia permite al particular llevar ante el juez una causa penal siem-
pre y cuando tenga recabados los elementos de investigación, 

A la audiencia se deberá citar a todas las partes. La incomparecencia de la 
víctima u ofendido debidamente citados no impedirá que el Juez de control se 
pronuncie al respecto.

Cuando el acusado no haya sido condenado previamente por delito doloso 
y el delito por el cual se lleva a cabo el procedimiento abreviado es sancionado 
con pena de prisión cuya media aritmética no exceda de cinco años, incluidas 
sus calificativas atenuantes o agravantes, el Ministerio Público podrá solicitar la 
reducción de hasta una mitad en los casos de delitos dolosos y hasta dos terceras 
partes en el caso de delitos culposos, de la pena de prisión que le correspondiere 
al delito por el cual acusa.

En cualquier caso, el Ministerio Público podrá solicitar la reducción de has-
ta un tercio en los casos de delitos dolosos y hasta en una mitad en el caso de 
delitos culposos, de la pena de prisión. Si al momento de esta solicitud, ya exis-
tiere acusación formulada por escrito, el Ministerio Público podrá modificarla 
oralmente en la audiencia donde se resuelva sobre el procedimiento abreviado 
y en su caso solicitar la reducción de las penas, para el efecto de permitir la 
tramitación del caso conforme a las reglas previstas en el presente capítulo.

El Ministerio Público al solicitar la pena en los términos previstos en el pre-
sente artículo, deberá observar el Acuerdo que al efecto emita el Procurador”.

81		  Ibidem, “Artículo 428. Supuestos y condiciones en los que procede la 
acción penal por particulares. La víctima u ofendido podrá ejercer la acción 
penal únicamente en los delitos perseguibles por querella, cuya penalidad sea 
alternativa, distinta a la privativa de la libertad o cuya punibilidad máxima no 
exceda de tres años de prisión y en aquellos otros casos que el Ministerio Públi-
co lo autorice en los términos de su ley orgánica.

La víctima u ofendido, podrá acudir directamente ante el Juez de control 
ejerciendo acción penal por particulares, en caso que cuente con datos que per-
mitan establecer que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y 
exista probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión, 
en tal caso deberá aportar para ello, los datos de prueba que sustenten su acción, 
sin necesidad de acudir al Ministerio Público.

Cuando en razón de la investigación del delito sea necesaria la realización 
de actos de molestia que requieran control judicial, la víctima u ofendido deberá 
acudir ante el Juez de control. Cuando el acto de molestia no requiera control 
judicial, la víctima u ofendido deberá acudir ante el Ministerio Público para 
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entre otros requisitos, y se presenta directamente ante el juez en 
audiencia para el avance de esta investigación y el esclarecimien-
to de los hechos. Deben, sin embargo, especificarse limitaciones 
para evitar abusos del particular y para delinear si se solicita apo-
yo del Ministerio público en la recabación de elementos probato-
rios, si puede continuar per se el particular o no.

D) Establecer medios de impugnación82 rápidos y viables para 
un sistema acusatorio adversarial, congruentes con el avance del 
nuevo procedimiento, sus características y principios rectores, 
como son la oralidad, la inmediación, la imparcialidad y la con-
centración.

E) La estructura de avance del nuevo procedimiento penal.83 
Para que los operadores conozcan la forma de avance de este 

que éste los realice. En ambos supuestos, el Ministerio Público continuará con 
la investigación y, en su caso, decidirá sobre el ejercicio de la acción penal”.

82		  Ibidem, “Artículo 456. Reglas generales. Las resoluciones judiciales po-
drán ser recurridas sólo por los medios y en los casos expresamente estableci-
dos en este Código.

El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le sea expresamente 
otorgado y pueda resultar afectado por la resolución.

En el procedimiento penal sólo se admitirán los recursos de revocación y 
apelación, según corresponda”. 

83		  Ibidem, “Artículo 211. Etapas del procedimiento penal. El procedimien-
to comprende las siguientes etapas:

I) La de investigación, que comprende las siguientes fases:
a) Investigación inicial, que comienza con la presentación de la denuncia, 

querella u otro requisito equivalente y concluye cuando el imputado queda a 
disposición del Juez de control para que se le formule imputación, y

b) Investigación complementaria, que comprende desde la formulación de la 
imputación y se agota una vez que se haya cerrado la investigación.

II) La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde la for-
mulación de la acusación hasta el auto de apertura del juicio; 

II) La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto de apertura a 
juicio hasta la sentencia emitida por el Tribunal de enjuiciamiento.

La investigación no se interrumpe ni se suspende durante el tiempo en que 
se lleve a cabo la audiencia inicial hasta su conclusión o durante la víspera 
de la ejecución de una orden de aprehensión. El ejercicio de la acción inicia 
con la solicitud de citatorio a audiencia inicial, puesta a disposición del dete-
nido ante la autoridad judicial o cuando se solicita la orden de aprehensión o 
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procedimiento, sus etapas y fases, así como el seguimiento y al-
ternativas posibles ante una notica criminal y su rápido esclareci-
miento en beneficio de la sociedad.

F) Contemplar el procedimiento para inimputables:

El procedimiento para inimputables consiste en ajustes razona-
bles al procedimiento ordinario. Sobre el momento oportuno para 
determinar la inimputabilidad, se determinó que podrá realizar-
se en cualquier momento, siempre que sea necesario determinar 
ajustes razonables ante el Ministerio Público o ante el juez. Se in-
cluyó una prohibición expresa para la privación de la libertad por 
motivos de discapacidad y, en caso de que se impusiera una me-
dida de seguridad, resultado de una sentencia basada en el debido 
proceso que implique privación de la libertad, ésta no podrá exce-
der a la pena máxima del delito que se impondría al imputable.84

G) Contemplar el procedimiento para miembros de comuni-
dades indígenas: “Se les aplicará el procedimiento ordinario con 
los ajustes razonables. Se incluyeron mecanismos para el reco-
nocimiento de decisiones de autoridades de las comunidades in-
dígenas, así como de sus efectos. Se excluyen de lo anterior, los 
delitos previstos para prisión preventiva oficiosa en este Código 
y en la legislación aplicable”.85

I. Las obligaciones del Ministerio Público 
y de la policía

El funcionamiento del sistema acusatorio requiere una labor 
de equipo y coordinada entre los varios operadores para poder 
funcionar. 

comparecencia, con lo cual el Ministerio Público no perderá la dirección de la 
investigación. El proceso dará inicio con la audiencia inicial, y terminará con 
la sentencia firme”.

84		  Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislati-
vos…, cit., p. 147.

85		  Ibidem, p. 148.
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Los jueces y magistrados se desarrollarán en un sistema que 
les permite valorar todas y cada una de las pretensiones tanto 
del agente del Ministerio Público como de la defensa, así como 
todos los medios de prueba que desahogan las partes en su pre-
sencia y a través de la comunicación oral en audiencias, por lo 
que la habilidad de saber escuchar y tomar nota de las diferentes 
pretensiones, la capacidad de resolver inmediatamente después 
de haber sido escuchadas las partes, explicando, fundada y mo-
tivadamente, cada una de sus resoluciones, el poder percibir el 
lenguaje corporal tanto de testigos como de abogados, es una 
extraordinaria pero compleja labor que enfrentan nuestros jueces 
y magistrados en el nuevo esquema de justicia penal. La meto-
dología de audiencias permite a los juzgadores aplicar más fácil-
mente las reglas de la lógica, la sana crítica, las máximas de la 
experiencia y los conocimientos científicos al valorar las teorías 
del caso que les presentan las partes.

Los agentes del Ministerio Público constituyen la parte que 
tiene la carga de la prueba y aun con el principio de legalidad 
que les indica que deben ejercer acción penal e investigar los he-
chos posiblemente constitutivos de delito, el criterio o principio 
de oportunidad les permite acceder a un abanico más amplio de 
formas para poner fin al conflicto penal. Es el agente del Ministe-
rio Público quien debe coordinarse de manera más estrecha con 
las policías y los peritos para la rápida obtención e incorporación 
de medios de prueba lícitos y pertinentes y debe analizar cada 
uno de estos para la adecuada elaboración, depuración y desaho-
go de su teoría del caso. El dirigir y coordinar una investigación 
para que pueda construir una teoría del caso eficiente, el saber 
depurar los medios de prueba que no necesita y contar con los 
conocimientos indispensables para desahogar cada uno de sus 
medios de prueba apoyándose en el dominio del sistema acusato-
rio, las técnicas de litigación y la argumentación objetiva, son 
solo algunas de la tantas características con las que debe contar el 
nuevo perfil del agente del Ministerio Público. Este es un filtro de 
avance en la investigación de la cual tiene conocimiento y debe 
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haber un aumento en su capacidad de respuesta86 para poderse 
reflejar calidad en las soluciones que este es capaz de otorgar a la 
sociedad ante un conflicto penal. 

La defensa técnica adecuada se representa, ya sea a través del 
defensor público o por medio de un abogado litigante. Este debe 
demostrar que cuenta con los conocimientos indispensables pero 
completos del sistema acusatorio para poder elaborar una teo-
ría del caso activa, aun y cuando decida no presentar medios de 
prueba para defenderla, siempre tiene que dar a conocer al tribu-
nal su propia versión de manera estratégica, para poder refutar 
la teoría del caso de su contraparte ante los jueces en audiencia.

El abogado defensor debe analizar cuidadosamente la carpeta 
de investigación que le brinda en copia el Ministerio Público para 
poder construir su estrategia de defensa. También, si es necesario 
y para impactar mayormente en la duda razonable ante los jue-
ces, puede en su estrategia obtener y presentar medios de prueba 
que corroboren su teoría del caso.

Las policías tienen una responsabilidad muy importante en el 
sistema acusatorio, puesto que tienen que coordinarse de mane-
ra horizontal con peritos y agentes del Ministerio Público en la 
investigación y para el adecuado esclarecimiento de los hechos. 
Las policías tienen mayores funciones de iniciativa propia para la 
adecuada preservación del lugar de los hechos y para evitar que 
se pierdan o contaminen los medios de prueba. Deben contar con 
excelentes técnicas también para realizar entrevistas y preser-
var adecuadamente el dato de prueba que aportan tanto víctimas 
como ofendidos y testigos. La legalidad de su proceder es vital 
para que los medios de prueba, como parte de la investigación 
que dirige el Ministerio Público, sean admitidos por el juez de 
control de legalidad en la audiencia correspondiente.

Los peritos son expertos e integrantes indispensables del equi-
po de investigación que dirige el Ministerio Público. Como ex-

86		  Equipo editorial: Cabezón P., Andrea (coord. de edición) y Araneda, San-
dra, Desafíos del Ministerio Público Fiscal en América Latina, Chile, Centro de 
Estudios de Justicia de las Américas (CEJA). 
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pertos, necesitan asesorar tanto al agente del Ministerio Público 
como a las policías en la terminología, metodología y técnicas 
que utilizan para la extraordinaria labor que realizan. Tanto po-
licías como agentes del Ministerio Público requieren estar fa-
miliarizados con la labor que los testigos expertos realizan así 
como conocer detalladamente su forma de trabajo y entender las 
diferentes conclusiones a las que llegan los expertos para poder 
aprovechar al máximo la aportación de dichos conocimientos 
científicos. Los peritos se deben coordinar con los abogados en 
toda su labor de investigación. Deben también saber cómo des-
ahogar su testimonio como expertos, explicar oralmente el con-
tenido de sus dictámenes y explicar tanto su terminología como 
el porqué de sus conclusiones. Estos pueden utilizar audiovisua-
les durante el desahogo de un testimonio como expertos. 

En el sistema acusatorio se necesita que las partes intervinien-
tes dominen el sistema acusatorio, conozcan a la perfección el 
caso concreto (a excepción de los jueces por el principio de im-
parcialidad), sepan coordinarse en una labor de investigación y 
tengan conocimientos sobre argumentación para la correcta co-
municación oral de su pretensión a través de una teoría del caso 
(hechos, medios de prueba y fundamento jurídico).

El cambio de mentalidad y el saber trabajar en equipo como 
mexicanos es trascendental para el éxito del proceso de implemen-
tación del sistema acusatorio como una obligación constitucional.

En el Código Nacional de Procedimientos Penales se establece 
que el agente del Ministerio Público coordinará a las policías y 
a los servicios periciales. Esta palabra es totalmente innovadora, 
pues había confusión en la experiencia nacional en cuanto a la 
forma de trabajo en la trilogía de investigación, esto es, agen-
tes del Ministerio Público, policías y peritos. Las policías en el 
sistema acusatorio tienen mucho más apertura en la realización 
de funciones cuando así se requiera, es el caso de las funciones 
que desempeñan bajo su responsabilidad cuando la urgencia y la 
necesidad así lo requieren para evitar, por ejemplo, que se come-
ta un delito, que peligre la vida de personas y para evitar que se 
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pierdan medios de prueba, tan relevantes para el adecuado escla-
recimiento de los hechos. En la práctica nacional se observaba, 
aunque exitosa en esta materia, que se comprendían las funciones 
que desempeñan los policías bajo la subordinación del Ministe-
rio Público, pero no quedaba muy clara la forma de coordinación 
cuando el policía, por ser urgente y de extrema necesidad, realiza 
funciones por iniciativa propia.

El Código Nacional de Procedimientos Penales innova, toda 
vez que establece expresamente que el Ministerio Público coor-
dinará a las policías y a los peritos.87 Se abarca una relación de 
manera horizontal. El agente del Ministerio Público sigue diri-
giendo la investigación, pero sabe que debe asesorarse e incluir 
en la elaboración y depuración de su teoría del caso tanto a las 
policías como a los peritos para poder avanzar exitosamente en 
la investigación y esclarecer los hechos.

El Ministerio Público deberá actuar siguiendo en todo mo-
mento el deber de lealtad.88 Su investigación debe ser objetiva y 
debe referirse tanto a los elementos de cargo como de descargo, 
conduciéndose con debida diligencia.89

87		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 127. Competen-
cia del Ministerio Público. Compete al Ministerio Público conducir la investi-
gación, coordinar a las Policías y a los servicios periciales durante la investiga-
ción, resolver sobre el ejercicio de la acción penal en la forma establecida por 
la ley y, en su caso, ordenar las diligencias pertinentes y útiles para demostrar, o 
no, la existencia del delito y la responsabilidad de quien lo cometió o participó 
en su comisión”.

88		  Ibidem, “Artículo 128. Deber de lealtad. El Ministerio Público deberá 
actuar durante todas las etapas del procedimiento en las que intervenga con 
absoluto apego a lo previsto en la Constitución, en este Código y en la demás 
legislación aplicable.

El Ministerio Público deberá proporcionar información veraz sobre los he-
chos, sobre los hallazgos en la investigación y tendrá el deber de no ocultar a los 
intervinientes elemento alguno que pudiera resultar favorable para la posición 
que ellos asumen, sobre todo cuando resuelva no incorporar alguno de esos 
elementos al procedimiento, salvo la reserva que en determinados casos la ley 
autorice en las investigaciones”.

89		  Ibidem, “Artículo 129. Deber de objetividad y debida diligencia. La in-
vestigación debe ser objetiva y referirse tanto a los elementos de cargo como de 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 2014. Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



UNA NUEVA CARA DE LA JUSTICIA EN MÉXICO78

De entre las obligaciones del Ministerio Público encontramos 
esta coordinación también: “III. Ejercer la conducción y el man-
do de la investigación de los delitos, para lo cual deberá coordi-
nar a las Policías y a los peritos durante la misma”;90

En el caso de las obligaciones de la policía, se regulan en el 
Código Nacional de Procedimientos Penales las funciones que 
realiza las policías tanto de subordinación como las de iniciativa 
propia. Entre estas destacan: impedir que se consumen los delitos 
o que los hechos produzcan consecuencias ulteriores. Especial-
mente estará obligada a realizar todos los actos necesarios para 
evitar una agresión real, actual o inminente y sin derecho en pro-
tección de bienes jurídicos de los gobernados a quienes tiene la 
obligación de proteger; actuar bajo el mando del Ministerio Pú-
blico en el aseguramiento de bienes relacionados con la investi-
gación de los delitos; informar sin dilación, por cualquier medio, 
al Ministerio Público sobre la detención de cualquier persona, 
e inscribir inmediatamente las detenciones en el registro que al 
efecto establezcan las disposiciones aplicables; preservar el lu-
gar de los hechos o del hallazgo y, en general, realizar todos los 
actos necesarios para garantizar la integridad de los indicios. En 

descargo y conducida con la debida diligencia, a efecto de garantizar el respeto 
de los derechos de las partes y el debido proceso.

Al concluir la investigación complementaria puede solicitar el sobresei-
miento del proceso, o bien, en la audiencia de juicio podrá concluir solicitando 
la absolución o una condena más leve que aquella que sugiere la acusación, 
cuando en ésta surjan elementos que conduzcan a esa conclusión, de conformi-
dad con lo previsto en este Código.

Durante la investigación, tanto el imputado como su Defensor, así como la 
víctima o el ofendido, podrán solicitar al Ministerio Público todos aquellos ac-
tos de investigación que consideraren pertinentes y útiles para el esclarecimien-
to de los hechos. El Ministerio Público dentro del plazo de tres días resolverá 
sobre dicha solicitud. Para tal efecto, podrá disponer que se lleven a cabo las 
diligencias que se estimen conducentes para efectos de la investigación.

El Ministerio Público podrá, con pleno respeto a los derechos que lo ampa-
ran y en presencia del Defensor, solicitar la comparecencia del imputado y/u 
ordenar su declaración, cuando considere que es relevante para esclarecer la 
existencia del hecho delictivo y la probable participación o intervención”.

90		  Ibidem, “Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público”.
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su caso, deberá dar aviso a la policía con capacidades para pro-
cesar la escena del hecho y al Ministerio Público conforme a las 
disposiciones previstas en el Código y en la legislación aplicable; 
recolectar y resguardar objetos relacionados con la investigación 
de los delitos, entre otras importantes obligaciones.

Durante la investigación, el Ministerio Público o la policía po-
drán disponer la práctica de los peritajes que sean necesarios.91 
Los peritos que elaboren los dictámenes tendrán en todo momen-
to acceso a los indicios sobre los que versarán los mismos.92

Otra disposición interesante en el Código Nacional de Proce-
dimiento Penales es que contempla que se pueda brindar protec-
ción a testigos.93 

II. Las salidas alternas y las formas anticipadas

Se establecen en el Código Nacional de Procedimientos Penales 
las salidas alternas y las formas de terminación anticipadas. Como 
formas de solución alterna del procedimiento encontramos:

1) El acuerdo reparatorio, y
2) La suspensión condicional del proceso.

Se establecen también los acuerdos reparatorios y se incluye 
su definición, “son aquéllos celebrados entre la víctima u ofendi-

91		  Ibidem, “Artículo 272. Peritajes. Durante la investigación, el Ministerio 
Público o la Policía con conocimiento de éste, podrá disponer la práctica de los 
peritajes que sean necesarios para la investigación del hecho. El dictamen escrito 
no exime al perito del deber de concurrir a declarar en la audiencia de juicio”.

92		  Ibidem, “Artículo 273. Acceso a los indicios. Los peritos que elaboren 
los dictámenes tendrán en todo momento acceso a los indicios sobre los que 
versarán los mismos, o a los que se hará referencia en el interrogatorio”.

93		  Ibidem, “Artículo 370. Medidas de protección. En caso necesario, los 
peritos y otros terceros que deban intervenir en el procedimiento para efectos 
probatorios, podrán pedir a la autoridad correspondiente que adopte medidas 
tendentes a que se les brinde la protección prevista para los testigos, en los 
términos de la legislación aplicable”.
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do y el imputado que, una vez aprobados por el Ministerio Públi-
co o el Juez de control y cumplidos en sus términos, tienen como 
efecto la conclusión del proceso”.94

El Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por ob-
jetivo definir el procedimiento para facilitar su aplicación, pero 
no busca limitar a los estados en la aplicación de figuras tan im-
portantes como son las salidas alternas y las formas anticipadas 
para poner fin al conflicto penal. El Código contempla solo los 
requisitos indispensables para regularlos.

En el caso de los acuerdos reparatorios, estos proceden en deli-
tos que se persiguen por querella o requisito equivalente de parte 
ofendida, delitos culposos y delitos patrimoniales cometidos sin 
violencia sobre las personas. No procederán los acuerdos repara-
torios en los casos en que el imputado haya celebrado anterior-
mente otros acuerdos por hechos de la misma naturaleza jurídica, 
salvo que hayan transcurrido cinco años de haber dado cumpli-
miento al último acuerdo reparatorio, se trate de delitos de vio-
lencia familiar o sus equivalentes en las entidades federativas.95

Los acuerdos reparatorios procederán hasta antes de decretar-
se el auto de apertura de juicio. 

Un aspecto importante del Código, en este caso, es que se es-
tablece que el plazo para el cumplimiento de las obligaciones 
suspenderá el trámite del proceso y la prescripción de la acción 
penal.

Aprendiendo de la experiencia nacional, el Código estable-
ce que si el imputado incumple sin justa causa las obligaciones 
pactadas dentro del plazo acordado, el Ministerio Público lo hará 
del conocimiento del juez de control, quien ordenará levantar la 
suspensión del trámite del proceso y continuará con el procedi-
miento como si no se hubiera celebrado acuerdo alguno. También 
que la información que se genere como producto de los acuerdos 
reparatorios no podrá ser utilizada en perjuicio de las partes den-
tro del proceso penal.

94		  Ibidem, “Artículo 186. Definición”.
95		  Ibidem, “Artículo187. Control sobre los acuerdos reparatorios”.
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Se tuvo especial cuidado en establecer en la legislación única 
que el juez decretará la extinción de la acción una vez aprobado 
el cumplimiento pleno de las obligaciones pactadas en un acuer-
do reparatorio, haciendo las veces de sentencia ejecutoriada.

Siguiendo con la finalidad pedagógica, se contempla la defini-
ción de la suspensión condicional del proceso:

...por suspensión condicional del proceso deberá entenderse el 
planteamiento formulado por el Ministerio Público o por el impu-
tado, el cual contendrá un plan detallado sobre el pago de la repa-
ración del daño y el sometimiento del imputado a una o varias de 
las condiciones que refiere este Capítulo, que garanticen una efec-
tiva tutela de los derechos de la víctima u ofendido y que en caso 
de cumplirse, pueda dar lugar a la extinción de la acción penal.96

Aprendiendo de la experiencia nacional y como parte de los 
requisitos sobre la procedencia de la suspensión del proceso a 
prueba, se establecen los casos en donde se exceptúa la aplica-
ción de la suspensión condicional del proceso:

Quedan exceptuados de suspensión condicional del proceso los 
casos en que el imputado en forma previa haya incumplido una 
suspensión condicional del proceso, salvo que hayan transcurrido 
cinco años desde el cumplimiento de la resolución a la primera 
suspensión condicional del proceso, en cualquier fuero del ámbi-
to local o federal.97

En la experiencia nacional se contemplan muy buenas prácti-
cas en cuanto a la aplicación de las salidas alternas. Sin embargo, 
había dudas sobre los registros en donde quedaba la constancia 
de los imputados que se habrían beneficiado y que hubieran cum-
plido una salida alterna. El Código Nacional de Procedimientos 
Penales establece, sobre los registros, que

96		  Ibidem, “Artículo 191. Definición”.
97		  Ibidem, “Artículo 192. Procedencia”.
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...previo al comienzo de la audiencia de suspensión condicional 
del proceso, el Ministerio Público deberá consultar en los regis-
tros respectivos si el imputado en forma previa fue parte de algún 
mecanismo de solución alterna o suscribió acuerdos reparatorios, 
debiendo incorporar en los registros de investigación el resultado 
de la consulta e informar en la audiencia de los mismos.98

Las formas de terminación anticipada, de igual manera, ayu-
dan a descongestionar el procedimiento penal acusatorio adver-
sarial. El Código Nacional incluye lineamientos importantes al 
respecto. 

Un aspecto innovador del Código Nacional de Procedimientos 
Penales es que admitido el procedimiento, el juzgador dictará 
una sentencia condenatoria, pero no da cabida a una sentencia 
absolutoria. En la experiencia nacional había casos en donde ad-
mitido el procedimiento el juzgador podría dictar una sentencia 
absolutoria cuando admitido este procedimiento, el agente del 
Ministerio Público no lograra acreditar la responsabilidad del im-
putado o acusado, dejando a salvo la posibilidad de resolver el 
caso en un juicio oral. En el Código Nacional se prevé, en cam-
bio, que una vez que el Ministerio Público ha realizado la solici-
tud del procedimiento abreviado y expuesto la acusación con los 
datos de prueba respectivos, el juez de control resolverá si hubie-
re alguna oposición expresada por la víctima u ofendido, obser-
vará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 
201, fracción III, correspondientes al imputado, y verificará que 
los elementos de convicción que sustenten la acusación se en-
cuentren debidamente integrados en la carpeta de investigación, 
antes de resolver sobre la autorización del procedimiento abre-
viado. Una vez que el juez de control haya autorizado dar trámite 
al procedimiento abreviado, escuchará al Ministerio Público, a 
la víctima u ofendido o a su asesor jurídico, de estar presentes, y 
después a la defensa; en todo caso, la exposición final correspon-
derá siempre al acusado. Finalizado el debate, el juez de control 

98		  Ibidem, “Artículo 200. Verificación de la existencia de un acuerdo previo”.
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emitirá su fallo en la misma audiencia, para lo cual deberá dar 
lectura y explicación pública a la sentencia, dentro del plazo de 
cuarenta y ocho horas, explicando brevemente los fundamentos 
y motivos que tomó en consideración.

III. Los criterios de oportunidad

Los criterios de oportunidad fue un tema bastante debatido 
atendiendo a la disparidad en cuanto a los criterios estableci-
dos en la legislación procesal en la experiencia nacional para 
la aplicación de los criterios de oportunidad. En el Código Na-
cional de Procedimientos Penales se establece que estos serán 
procedentes:99

1) Se trate de un delito que no tenga pena privativa de liber-
tad, tenga pena alternativa o tenga pena privativa de libertad 
cuya punibilidad máxima sea de cinco años de prisión, siem-
pre que el delito no se haya cometido con violencia;

2) Se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos sin 
violencia sobre las personas o de delitos culposos, siempre 
que el imputado no hubiere actuado en estado de ebriedad, 
bajo el influjo de narcóticos o de cualquier otra sustancia 
que produzca efectos similares;

3) Cuando el imputado haya sufrido como consecuencia di-
recta del hecho delictivo un daño físico o psicoemocional 
grave, o cuando el imputado haya contraído una enferme-
dad terminal que torne notoriamente innecesaria o despro-
porcional la aplicación de una pena;

4) La pena o medida de seguridad que pudiera imponerse por 
el hecho delictivo carezca de importancia en consideración 
a la pena o medida de seguridad ya impuesta al inculpado 
por otro delito, o la que podría aplicarse al mismo por otros 
delitos, o bien, por la pena que previamente se le haya im-

99		  Ibidem, “Artículo 256. Casos en que operan los criterios de oportunidad”.
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puesto o podría llegar a imponérsele en virtud de diverso 
proceso tramitado en otro fuero; 

5) Cuando el imputado aporte información esencial para la per-
secución de un delito más grave del que se le imputa, la 
información que proporcione derive en la detención de un 
imputado diverso y se comprometa a comparecer en juicio. 
En estos supuestos, los efectos del criterio de oportunidad 
se suspenderán hasta en tanto el imputado beneficiado com-
parezca a rendir su declaración en la audiencia de juicio;

6) Cuando la afectación al bien jurídico tutelado resulte poco 
significativa, y

7) Cuando la continuidad del proceso o la aplicación de la 
pena sea irrelevante para los fines preventivos de la política 
criminal.

Se establece que el criterio de oportunidad no podrá aplicarse 
en los casos de delitos contra el libre desarrollo de la persona-
lidad, de violencia familiar ni en los casos de delitos fiscales o 
aquellos que afecten gravemente el interés público.

Se establece en el Código que la resolución que el juez de con-
trol dicte en estos casos no admitirá recurso alguno.100

IV. Las medidas cautelares

Se establecen en el Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales medidas de protección cuando se estime que el imputado 
representa un riesgo inminente en contra de la seguridad de la 
víctima u ofendido.101

100		  Ibidem, “Artículo 258. Notificaciones y control judicial”.
101		  Ibidem, “Artículo 137. Medidas de protección. El Ministerio Público, 

bajo su más estricta responsabilidad, ordenará fundada y motivadamente la 
aplicación de las medidas de protección idóneas cuando estime que el imputado 
representa un riesgo inminente en contra de la seguridad de la víctima u ofendi-
do. Son medidas de protección las siguientes:

I. Prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima u ofendido;
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Para garantizar la reparación del daño, la víctima, el ofendi-
do o el Ministerio Público pueden solicitar al juez providencias 
precautorias.102

II. Limitación para asistir o acercarse al domicilio de la víctima u ofendido 
o al lugar donde se encuentre;

III. Separación inmediata del domicilio;
IV. La prohibición de realizar conductas de intimidación o molestia a la 

víctima u ofendido o a personas relacionados con ellos;
V. Vigilancia en el domicilio de la víctima u ofendido;
VI. Protección policial de la víctima u ofendido;
VII. Auxilio inmediato por integrantes de instituciones policiales, al domi-

cilio en donde se localice o se encuentre la víctima u ofendido en el momento 
de solicitarlo;

VIII. Traslado de la víctima u ofendido a refugios o albergues temporales, 
así como de sus descendientes, y

IX. El reingreso de la víctima u ofendido a su domicilio, una vez que se 
salvaguarde su seguridad.

Dentro de los cinco días siguientes a la imposición de las medidas de pro-
tección previstas en las fracciones I, II y III deberá celebrarse audiencia en 
la que el juez podrá cancelarlas, o bien, ratificarlas o modificarlas mediante la 
imposición de las medidas cautelares correspondientes.

En caso de incumplimiento de las medidas de protección, el Ministerio Pú-
blico podrá imponer alguna de las medidas de apremio previstas en este Código.

En la aplicación de estas medidas tratándose de delitos por razón de género, 
se aplicarán de manera supletoria la Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia”.

102		  Ibidem, “Artículo 138. Providencias precautorias para la restitución de 
derechos de la víctima. Para garantizar la reparación del daño, la víctima, el 
ofendido o el Ministerio Público, podrán solicitar al juez las siguientes provi-
dencias precautorias:

I. El embargo de bienes, y
II. La inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro 

del sistema financiero.
El juez decretará las providencias precautorias, siempre y cuando, de los 

datos de prueba expuestos por el Ministerio Público y la víctima u ofendido, se 
desprenda la posible reparación del daño y la probabilidad de que el imputado 
será responsable de repararlo.

Decretada la providencia precautoria, podrá revisarse, modificarse, susti-
tuirse o cancelarse a petición del imputado o de terceros interesados, debiéndo-
se escuchar a la víctima u ofendido y al Ministerio Público.

Las providencias precautorias serán canceladas si el imputado garantiza o 
paga la reparación del daño; si fueron decretadas antes de la audiencia inicial 
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En el caso de las medidas cautelares, se establece en la legisla-
ción única la posibilidad de imponer medidas cautelares cuando 
formulada la imputación, el propio imputado decide acogerse al 
término constitucional103 y lo considere necesario el agente del 
Ministerio Público, y también retoma de la experiencia nacional 
la procedencia en general de la imposición de las medidas caute-
lares, esto es, después de vinculado a proceso el imputado.

Las medidas cautelares se impondrán cuando se justifique la ne-
cesidad de esta medida, esto es, para asegurar la presencia del im-
putado en el procedimiento, garantizar la seguridad de la víctima u 
ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización del procedimien-
to. Queda claramente establecido en el Código Nacional que la 
Federación y las entidades federativas vigilarán, a través de la au-
toridad competente, el cumplimiento de las medidas cautelares.104

y el Ministerio Público no las promueve, o no solicita orden de aprehensión en 
el término que señala este Código; si se declara fundada la solicitud de cance-
lación de embargo planteada por la persona en contra de la cual se decretó o de 
un tercero, o si se dicta sentencia absolutoria, se decreta el sobreseimiento o se 
absuelve de la reparación del daño.

La providencia precautoria se hará efectiva a favor de la víctima u ofendido 
cuando la sentencia que condene a reparar el daño cause ejecutoria. El embargo 
se regirá en lo conducente por las reglas generales del embargo previstas en el 
Código Federal de Procedimientos Civiles”.

103		  Ibidem, “Artículo 154. Procedencia de medidas cautelares. El Juez po-
drá imponer medidas cautelares a petición del Ministerio Público o de la víc-
tima u ofendido, en los casos previstos por este Código, cuando ocurran las 
circunstancias siguientes:

I. Formulada la imputación, el propio imputado se acoja al término constitu-
cional, ya sea éste de una duración de setenta y dos horas o de ciento cuarenta 
y cuatro, según sea el caso, o 

II. Se haya vinculado a proceso al imputado.
En caso de que el Ministerio Público solicite la prisión preventiva durante el 

plazo constitucional, dicha cuestión deberá resolverse antes del dictado del auto 
de vinculación a proceso. Para tal efecto, las partes podrán ofrecer aquellos me-
dios de prueba pertinentes para analizar la procedencia de la medida solicitada, 
siempre y cuando la misma sea susceptible de ser desahogada en las siguientes 
veinticuatro horas”.

104		  Ibidem, “Artículo 153. Reglas generales de las medidas cautelares. Las 
medidas cautelares serán impuestas mediante resolución judicial, por el tiem-
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En atención a que se debe respetar la proporcionalidad en la 
imposición de medidas cautelares, el Código Nacional es caute-
loso en determinar que el juez deberá escuchar los argumentos 
de ambas partes, aplicando el principio de mínima intervención de 
acuerdo con las circunstancias particulares de cada persona, en 
términos del artículo 19 de la Constitución.105

Atinadamente en la legislación única se establece la posibili-
dad de revisión de las medidas cautelares. Se contempla la au-
diencia de revisión. Esta se llevará a cabo dentro de las 48 horas 
siguientes contadas a partir de la solicitud de revisión de la medi-
da o medidas cautelares.106 Las partes pueden ofrecer medios de 
prueba para ser desahogados y fortalecer sus argumentaciones, 
previo al cierre del debate y que el tribunal resuelva.107

po indispensable para asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, 
garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obsta-
culización del procedimiento.

Corresponderá a las autoridades competentes de la Federación y de las enti-
dades federativas, para medidas cautelares, vigilar que el mandato de la autori-
dad judicial sea debidamente cumplido”. 

105		  Ibidem, “Artículo 156. Proporcionalidad. El Juez de control, al imponer 
una o varias de las medidas cautelares previstas en este Código, deberá tomar 
en consideración los argumentos que las partes ofrezcan o la justificación que el 
Ministerio Público realice, aplicando el criterio de mínima intervención según 
las circunstancias particulares de cada persona, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 19 de la Constitución.

Para determinar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, se podrá to-
mar en consideración el análisis de evaluación de riesgo realizado por personal 
especializado en la materia, de manera objetiva, imparcial y neutral en términos 
de la legislación aplicable.

En la resolución respectiva, el Juez de control deberá justificar las razones 
por las que la medida cautelar impuesta es la que resulta menos lesiva para el 
imputado”.

106		  Ibidem, “Artículo 162. Audiencia de revisión de las medidas cautelares. 
De no ser desechada de plano la solicitud de revisión, la audiencia se llevará 
a cabo dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes contadas a partir de la 
presentación de la solicitud”. 

107		  Ibidem, “Artículo 163. Medios de prueba para la imposición y revisión de 
la medida. Las partes pueden invocar datos u ofrecer medios de prueba para que 
se imponga, confirme, modifique o revoque, según el caso, la medida cautelar”.
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V. Las técnicas de litigación

Otro aspecto innovador del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales consiste en la pedagogía que se utilizó al diseñar la 
etapa de juicio oral. Esta etapa es primordial en el procedimiento, 
pues constituye la etapa en donde por primera vez se desahoga-
rán todos y cada uno de los medios de prueba que fueron admiti-
dos para las partes en la etapa intermedia y cuya enunciación se 
encuentra en el auto de apertura a juicio oral. 

En la experiencia nacional había varias técnicas y reglas so-
bre las formas de desahogo que al no contemplarse como parte 
del diseño legislativo eran ignoradas por muchos abogados, cau-
sando una mala valoración de los medios de prueba, e inclusive 
daban lugar a violaciones graves y, por ende, se impugnaban sen-
tencias e inclusive el mismo juicio oral.

Si bien es cierto las técnicas y reglas sobre el desahogo de me-
dios de prueba no debieran contemplarse en la legislación proce-
sal exhaustivamente, se consideró pertinente establecer algunas 
reglas importantes e indispensables en el desahogo de los medios 
de prueba para evitar la dispraxis que se ha presentado en la ex-
periencia nacional. 

Se establece de manera innovadora en la legislación única el 
tipo de preguntas permitidas de acuerdo con los tiempos del de-
bate y la parte que lo formula, por ejemplo: quien realiza el inte-
rrogatorio es quien desahoga su medio de prueba, la contraparte 
podrá contrainterrogar, la contraparte que previamente interrogó 
después podrá repreguntar y finalmente la parte que contrainte-
rrogó podrá recontrainterrogar.108 

108		  Ibidem, “Artículo 372. Desarrollo de interrogatorio. Otorgada la protes-
ta y realizada su identificación, el juzgador que presida la audiencia de juicio 
concederá la palabra a la parte que propuso el testigo, perito o al acusado para 
que lo interrogue, y con posterioridad a los demás sujetos que intervienen en 
el proceso, respetándose siempre el orden asignado. La parte contraría podrá 
inmediatamente después contrainterrogar al testigo, perito o al acusado.

Los testigos, peritos o el acusado responderán directamente a las preguntas 
que les formulen el Ministerio Público, el Defensor o el Asesor jurídico de la 
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Orden en el desahogo de medios de prueba:109

Se contemplan las reglas para formular preguntas en juicio,110 
la oportunidad para realizar objeciones,111 se permite la posibi-

víctima, en su caso. El Órgano jurisdiccional deberá abstenerse de interrumpir 
dicho interrogatorio salvo que medie objeción fundada de parte, o bien, resulte 
necesario para mantener el orden y decoro necesarios para la debida diligen-
ciación de la audiencia. Sin perjuicio de lo anterior, el Órgano Jurisdiccional 
podrá formular preguntas para aclarar lo manifestado por quien deponga, en los 
términos previstos en este Código.

A solicitud de algunas de las partes, el Tribunal podrá autorizar un nuevo 
interrogatorio a los testigos que ya hayan declarado en la audiencia, siempre y 
cuando no hayan sido liberados; al perito se le podrán formular preguntas con 
el fin de proponerle hipótesis sobre la materia del dictamen pericial, a las que el 
perito deberá responder atendiéndose a la ciencia, la profesión y los hechos 
hipotéticos propuestos.

Después del contrainterrogatorio el oferente podrá repreguntar al testigo 
en relación a lo manifestado. En la materia del contrainterrogatorio la parte 
contraria podrá recontrainterrogar al testigo respecto de la materia de las pre-
guntas”.

109		  Elaborado por Diana Cristal González Obregón.
110		  Código Nacional de Procedimientos Penales, “Artículo 373. Reglas para 

formular preguntas en juicio. Toda pregunta deberá formularse de manera oral 
y versará sobre un hecho específico. En ningún caso se permitirán preguntas 
ambiguas o poco claras, conclusivas, impertinentes o irrelevantes o argumenta-
tivas, que tiendan a ofender al testigo o peritos o que pretendan coaccionarlos.

Las preguntas sugestivas sólo se permitirán a la contraparte de quien ofreció 
al testigo, en contrainterrogatorio.

Las partes sólo podrán hacer preguntas a los testigos, peritos o al acusa-
do, respecto de lo declarado por ellos previamente en la investigación cuando 
conste en los registros, de lo declarado en juicio, cuando tengan como finalidad 
acreditar su dicho, o cuando se pretenda ofrecer prueba de refutación respecto 
de hechos propios que resulten pertinentes para la materia de juicio”.

111		  Ibidem, “Artículo 374. Objeciones. La objeción de preguntas deberá rea-
lizarse antes de que el testigo emita respuesta. El Juez analizará la pregunta y su 
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lidad de hacer peguntas sugestivas al testigo cuando este se con-
duce de manera hostil,112 y aprendiendo de la experiencia nacio-
nal se incluyen dos herramientas fundamentales para el desahogo 
de medios de prueba, estas son la lectura para apoyo de memoria 
y la lectura para superar o evidenciar posibles contradicciones.113

VI. Los recursos

Se establece en el Código Nacional de Procedimientos Penales 
que las resoluciones judiciales pueden ser recurridas por los me-
dios y en los casos expresamente permitidos en el Código. 

Cabe aclarar que en la legislación única solo se contemplan 
los recursos de revocación y el de apelación.114

Un aspecto innovador del Código Nacional es que ante la 
resolución del tribunal sobre alguna objeción no se admite re-
curso. Lo anterior era necesario para no dilatar las audiencias. 

objeción y en caso de considerar obvia la procedencia de la pregunta resolverá 
de plano. Contra esta determinación no se admite recurso alguno”.

112		 Ibidem, “Artículo 375. Testigo hostil. El Tribunal de enjuiciamiento per-
mitirá al oferente de la prueba realizar preguntas sugestivas cuando advierta 
que el testigo se está conduciendo de manera hostil”. 

113		 Ibidem, “Artículo 376. Lectura para apoyo de memoria o para demos-
trar o superar contradicciones en audiencia. Durante el interrogatorio y con-
trainterrogatorio del acusado, del testigo o del perito, podrán leer parte de sus 
entrevistas, manifestaciones anteriores, documentos por los elaborados o cual-
quier otro registro de actos en los que hubiera participado, realizando cualquier 
tipo de manifestación, cuando fuera necesario para apoyar la memoria del res-
pectivo declarante, superar o evidenciar contradicciones, o solicitar las aclara-
ciones pertinentes.

Con el mismo propósito se podrá leer durante la declaración de un perito 
parte del informe que él hubiere elaborado”.

114		 Ibidem, “Artículo 456. Reglas generales. Las resoluciones judiciales po-
drán ser recurridas sólo por los medios y en los casos expresamente estableci-
dos en este Código.

El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le sea expresamente 
otorgado y pueda resultar afectado por la resolución.

En el procedimiento penal sólo se admitirán los recursos de revocación y 
apelación, según corresponda”.
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En cuanto al recurso de apelación se definen en el código las re-
soluciones del juez de control apelables115 y las resoluciones del 
Tribunal de Juicio Oral (denominado en el Código Tribunal de 
Enjuiciamiento) que son apelables.116

115		 Ibidem, “Artículo 467. Resoluciones del Juez de control apelables. Serán 
apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Juez de control:

I. Las que nieguen el anticipo de prueba;
II. Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos reparatorios o no los 

ratifiquen;
III. La negativa o cancelación de orden de aprehensión;
IV. La negativa de orden de cateo;
V. Las que se pronuncien sobre las providencias precautorias o medidas cau-

telares;
VI. Las que pongan término al procedimiento o lo suspendan;
VII. El auto que resuelve la vinculación del imputado a proceso;
VIII. Las que concedan, nieguen o revoquen la suspensión condicional del 

proceso;
IX. La negativa de abrir el procedimiento abreviado;
X. La sentencia definitiva dictada en el procedimiento abreviado, o
XI. Las que excluyan algún medio de prueba”.
116		 Ibidem, “Artículo 468. Resoluciones del Tribunal de enjuiciamiento ape-

lables. Serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Tribunal de 
enjuiciamiento:

I. Las que versen sobre el desistimiento de la acción penal por el Ministerio 
Público;

II. La sentencia definitiva en relación a aquellas consideraciones contenidas 
en la misma, distintas a la valoración de la prueba siempre y cuando no com-
prometan el principio de inmediación, o bien aquellos actos que impliquen una 
violación grave del debido proceso”.
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RETOS Y CONCLUSIONES

Los grandes cambios en la historia del mundo han sido motivados 
por la propia sociedad. El sistema acusatorio no es la excepción. 
Nuevo León fue la primera entidad federativa en implementar 
los juicios orales como parte integral de un sistema acusatorio. 
La sociedad ha empujado en gran parte dicho cambio en el siste-
ma de procuración e impartición de justicia. De ahí que después 
varias entidades federativas se sumaron a este gran esfuerzo para 
así, empujar fuertemente la reforma constitucional de junio de 
2008 y también la importante reforma en 2011. 

Aun y con el gran paso que realizan los estados de nuestra Re-
pública mexicana, como parte del proceso de implementación de 
un sistema acusatorio y con apoyo toral de la Secretaría Técnica 
creada como órgano administrativo desconcentrado de la Secre-
taría de Gobernación y cuya misión es dar seguimiento y apo-
yo, tanto a autoridades federales como locales en el proceso de 
implementación del sistema acusatorio, se requiere, asimismo, 
de otros esfuerzos importantísimos como parte del proceso de 
implementación.

La implementación del sistema acusatorio trae consigo mu-
chos ventajas y retos para los operadores. Tanto los jueces y 
magistrados, los agentes del Ministerio Publico, los defensores 
públicos, los litigantes, las policías, los peritos y los medios de 
comunicación, requieren de capacitación intensa y de acuerdo 
con su perfil para poder desempeñarse satisfactoriamente. Estos 
deben también ser evaluados constantemente en el cumplimiento 
de sus funciones y brindarles capacitación constante y de acuerdo 
con el avance específico en su participación en el nuevo esquema 
de justicia penal. Debe haber un seguimiento en su desempeñó 
para adecuar la capacitación a las necesidades particulares de los 
operadores.
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El Código Nacional de Procedimientos Penales es fruto de la 
experiencia nacional en aplicación del sistema acusatorio adver-
sarial. Este retoma tanto las buenas prácticas como aquellos me-
canismos necesarios para innovar y mejorar las prácticas menos 
afortunadas. Su diseño claro y pedagógico busca facilitar a nues-
tro país el proceso de implementación en todos sus ejes (norma-
tividad, capacitación, reorganización y equipamiento, coordina-
ción intra e interinstitucional, por ejemplo) y en sus etapas. 

Desde la descripción de las etapas del procedimiento, la in-
clusión de salidas alternas y formas de terminación anticipada, 
los criterios de oportunidad, la acción penal por particular, entre 
otros temas, se analizaron, se debatieron y se diseñaron de mane-
ra que faciliten el avance del procedimiento y fomenten su mejor 
y mayor aplicación.

Existe la apertura, coordinación e interés de las autoridades 
para apoyar la pronta aplicación de esta valiosa legislación única. 
Es obligación de todos los mexicanos conocerla, debatirla, anali-
zarla, entenderla y difundirla, puesto que su aplicación transfor-
mara la experiencia nacional. 

El Código Nacional es solo un pequeño granito de arena en 
todo el proceso de implementación. Existen grandes retos, como 
es contar con una capacitación efectiva, en donde exista el segui-
miento del desempeño de los operadores que laboran en el sis-
tema, contar con las estructuras necesarias y suficientes, diseñar 
el perfil de los operadores que debe contemplarse dentro de las 
diferentes estructuras, contar con un modelo de gestión y planea-
ción integral que permita concretizar el plan de implementación 
rápida pero sólidamente, indicar también las necesidades que se 
estarán presentando en el desarrollo del proceso de implementa-
ción, entre otros.

Lo fácil es criticar lo existente, lo difícil es hacer propuestas, 
el Código Nacional tiene un gran valor, entre otros motivos, por 
ser el resultado del esfuerzo de muchos mexicanos que apren-
diendo de la experiencia nacional e internacional en aplicación 
del sistema acusatorio adversarial, comprendiendo la realidad y 
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las distintas necesidades a nivel nacional, lograron que se ob-
tuviera un solo procedimiento penal acusatorio adversarial para 
México. Seguramente la aplicación traerá ajustes que serán nece-
sarios, puesto que las necesidades de la sociedad son dinámicas; 
en la medida, sin embargo, que se cuente con personas que se 
especialicen en el tema, que participen y lo difundan, se podrá 
hacer un ajuste a la medida para el bienestar de toda la sociedad. 
El sistema acusatorio y todos los cambios que se requieren para 
su implementación tienen por objetivo que la sociedad mexica-
na cuente con una justicia penal más rápida, más transparente, 
respetuosa de los derechos humanos y con varios retos que nece-
sitan de la participación activa de la sociedad para su adecuada 
implementación.

Los retos son muchos, pero los esfuerzos también. Estoy se-
gura que nuestro país logrará implementar el sistema de manera 
exitosa. Tenemos como país toda la capacidad de lograr el cam-
bio que se necesita.
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